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INTRODUCCIÓN

Temas como gobernabilidad, corrupción, participación ciudadana, 
transparencia y la identificación de mecanismos que permiten controlar 
y limitar de manera eficaz y eficiente el uso de los recursos públicos 
son relevantes en este número de la Revista Técnica sobre Rendición de 
Cuentas y Fiscalización Superior. 

En este sentido, Ernesto Velasco Sánchez analiza cómo la rendición de 
cuentas es un componente que vincula tres aspectos esenciales o niveles 
de la gobernabilidad: el pacto constituyente, la eficacia de las políticas y 
la efectividad de la gestión pública. En su artículo titulado Gobernabilidad, 
gobernanza y rendición de cuentas en el estado contemporáneo considera 
que sin una adecuada rendición de cuentas es casi imposible asegurar 
un equilibrio entre los recursos que requiere el Estado para operar 
y la capacidad de satisfacer las necesidades sociales, lo que conlleva a 
problemas de gobernabilidad. 

Por su parte María Caridad Mendoza Barrón nos habla de la importancia 
de desarrollar una cultura de la ética para combatir la corrupción puesto 
que violenta al propio individuo. Considera que la corrupción atenta 
contra la ética, ya que socava la democracia y el estado de derecho, da 
pie a violaciones de los derechos humanos, distorsiona los mercados, 
menoscaba la calidad de vida y permite el florecimiento de la delincuencia.

Rogelio Gómez Hermosillo comparte, en su artículo titulado La 
participación ciudadana en el combate a la corrupción. Apuntes para una 
contraloría social “ciudadanizada”, interesantes reflexiones y orientaciones 
para una de las formas más promisorias de participación ciudadana 
contra la corrupción: la contraloría social (CS). Especialmente ahora que 
tiene un nuevo potencial al quedar vinculada al Comité de Participación 
Ciudadana (CPC), la instancia máxima, “ciudadanizada” del Sistema 
Nacional Anticorrupción (SNA) que inicia su construcción. 

El control de la Administración Pública en la era digital es el título del artículo 
publicado en la obra del mismo nombre en el que Aroldo Cedraz de Oliveira 
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presenta el estado actual de los procesos tecnológicos que permitirán tener 
un control adecuado de los datos a los que tendrá acceso la ciudadanía y 
avanzar hacia la mejora de la gobernanza. Esta obra tiene el objetivo de 
despertar la atención de todos con relación al potencial de la tecnología 
de la información para revolucionar el control y la gestión, estableciendo 
así los fundamentos para la transformación de la auditoría pública en un 
potente instrumento para la mejora del funcionamiento del Estado.

Finalmente David Villanueva Lomelí en su artículo La rendición de cuentas 
desde la perspectiva de los derechos humanos expone las características de 
ambos conceptos para permitir conocer sus diferencias, semejanzas y 
la interrelación entre ellos. Describe su  relevancia e importancia en las 
instituciones públicas para el mejor aprovechamiento de los recursos 
públicos y para potenciar los resultados de la gestión pública.

Recordamos al lector que la versión digital de este ejemplar se encuentra 
publicada en el portal institucional www.asf.gob.mx en donde además se 
cuenta con un acervo de publicaciones que pueden ser de su interés.

http://www.asf.gob.mx
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GOBERNABILIDAD, 
GOBERNANZA Y 
RENDICIÓN DE 

CUENTAS EN EL ESTADO 
CONTEMPORÁNEO

Ernesto Velasco Sánchez
Cívicus Consultores en Gestión Pública y Social, S.C.

El artículo muestra cómo la rendición de cuentas 
es un componente que vincula tres aspectos 
esenciales o niveles de la gobernabilidad: el pacto 
constituyente, la eficacia de las políticas y la 
efectividad de la gestión pública. Sin una adecuada 
rendición de cuentas, se vuelve muy difícil, si 
no imposible, asegurar un equilibrio entre los 
recursos que requiere el Estado para operar y la 
capacidad de satisfacer las necesidades sociales, lo 
que puede llevar a problemas de gobernabilidad. 
En el contexto actual todo lo anterior se hace más 
difícil, dada la complejidad de las interconexiones 
en el sistema, la participación de nuevos actores y 
la presencia de asuntos de carácter trasnacional. 
Se argumenta que la rendición de cuentas trabaja 
en varios niveles de la gobernanza, en cada uno 
siendo tanto una dimensión intrínsecamente 
valiosa del buen gobierno como un mecanismo 
de aprendizaje y autoreflexión social.
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Doctor en Gobierno y Administración Pública por la 
Universidad Complutense de Madrid, maestro en gestión 
pública por la Universidad de Birmingham y licenciado 
en Administración Pública por El Colegio de México. 
Actualmente es miembro del Panel Internacional de Expertos 
del Mecanismo de Reporte de la Alianza para el Gobierno 
Abierto. Es Director General de Cívicus, Consultores en 
Gestión Pública y Social, S.C y ha colaborado en proyectos 
con el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de 
Desarrollo Social, el Programa de Naciones Unidas para el 
Desarrollo y del Banco Mundial, entre otras instituciones. 
Ha impartido cátedra en El Colegio de México, el CIDE, 
el ITESO, la Universidad Iberoamericana y la Escuela de 
Administración Pública del Distrito Federal. Cuenta con 
más de una decena de publicaciones sobre gestión pública 
y social, entre las que destacan: Ernesto Velasco Sánchez, 
Gestión Pública y Rendición de cuentas: ¿Un enfoque basado en 
cumplimiento a uno basado en resultados?, México, Secretaría 
de la Función Pública, 2011; Ernesto Velasco Sánchez, 
Gestión Estratégica. México, Escuela de Administración 
Pública del Distrito Federal - Siglo XXI, Biblioteca Básica de 
Administración Pública, 2011.
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En primer lugar, le preguntaría: 
¿por qué crees que te hicieron rey? 

Y le diría: no para beneficio tuyo sino de ellos; 
ellos quieren que dediques tu vida a

 hacer las suyas más confortables,
 y para protegerlos de la injusticia.

Sir Thomas Moore, Utopía.
Introducción

A 500 años de la publicación de Utopía de Sir Thomas Moore, la 
inquietud por construir una sociedad mejor a partir de la crítica a las 
condiciones de la sociedad actual sigue siendo una búsqueda constante. 
Si bien muchos de los valores y formas de organización que ligamos en la 
actualidad con la idea del buen gobierno han cambiado, muchos de ellos 
pueden rastrearse hasta varios siglos atrás, al tiempo del propio Moore, 
a la alta edad media, al renacimiento, e incluso, hasta los orígenes del 
pensamiento político occidental, en la Grecia y Roma antiguas. En todo 
caso, las utopías han jugado un papel determinante en el desarrollo de las 
ideas políticas y de las formas actuales de la gobernabilidad social.1 En la 
visión de Paul Ricoeur (2008), son una forma de imaginación social, son 
sueños, que aspiran a realizarse y, gracias a ello, mueven a las sociedades, 
las transforman: es una forma de desenmascarar las relaciones que se dan 
como hechos naturales, las estructuras y formas de ejercicio del poder, al 
imaginar otras formas de organización y dirección social.

Una de esas utopías fue la idea de que los gobernantes no pueden ignorar 
los derechos de sus pueblos, es decir, que el contrato social que establece 
la vida colectiva bajo un estado, no cancela las prerrogativas del público 
constituyente. Al contrario, la base de dicho contrato es el gobierno por 
consentimiento, por lo que la autoridad debe respetar y fomentar el 
disfrute de esos derechos, so pena de quedar deslegitimado. La democracia 
contemporánea, de carácter representativo, acepta esta noción, pero 
entiende que es problemática en la medida de que la gran paradoja del 
estado moderno, identificada claramente por los padres fundadores 
estadounidenses (Madison, 1788) sigue presente: se crea un aparato estatal 
dotado de amplios poderes para, por medio de la coerción, asegurar el 
orden social, pero luego es necesario controlar dicho poder para que no sea 
abusado y termine por devorar las libertades que debe proteger.

1	 Se usa el plural utopías, dado que nos hacemos cargo de la advertencia de Berlin (1992) sobre los 
riesgos de ignorar la diversidad o pluralidad de fines que conviven en las sociedades contemporáneas, 
que no son reducibles a una única fórmula de racionalización.
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De esta manera, el trabajo de fomentar una gobernabilidad, basada en 
cada vez más altas ideas del buen Estado es continuo, el buen gobierno 
y la buena administración implica estar constantemente luchando contra 
las inercias culturales, políticas y administrativas que, afianzadas por 
discursos de carácter ideológico, impiden la modernización de los aparatos 
públicos, entendida como su adecuación a las condiciones, demandas 
y necesidades de la sociedad actual (Pardo López,  2009). Uno de esos 
estándares es el que exista accountability, entendido como la obligación de 
presentar cuentas y de responder cuestionamientos respecto al ejercicio 
de las responsabilidades, por parte de aquellas personas e instituciones 
investidas de autoridad pública (Gray y Jenkins, 1993). La gobernabilidad 
contemporánea se basa en esta idea, que implica que los servidores 
públicos no son dueños de su autoridad, sino que deben explicar su 
actuación y ser sujetos de consecuencias en el foro público.

El presente texto quiere mostrar cómo la rendición de cuentas es 
un componente que vincula tres aspectos esenciales o niveles de la 
gobernabilidad: el pacto constituyente, la eficacia de las políticas y 
la efectividad de la gestión pública. Sin una adecuada rendición de 
cuentas, se vuelve muy difícil, si no imposible, asegurar un equilibrio 
entre los recursos que requiere el Estado para operar y la capacidad de 
satisfacer las necesidades sociales, lo que puede llevar a problemas de 
gobernabilidad. En el contexto actual todo lo anterior se hace más difícil, 
dada la complejidad de las interconexiones en el sistema, la participación 
de nuevos actores y la presencia de asuntos de carácter trasnacional. 

El presente texto argumenta que la rendición de cuentas trabaja en varios 
niveles de la gobernanza, en cada uno siendo tanto una dimensión 
intrínsecamente valiosa del buen gobierno como un mecanismos de 
aprendizaje y autoreflexión social. La primera sección se avoca a entender 
el papel o función social de la rendición de cuentas. La segunda se 
introduce el concepto de gobernabilidad y su relación con la rendición de 
cuentas. La tercera se centra a presentar el enfoque de gobernanza y sus 
diferentes niveles, así como las contribuciones de la rendición de cuentas 
en cada uno de ellos. Finalmente, se presentan comentarios a modo de 
conclusión.

Rendición de cuentas y su función social

En términos generales, la rendición de cuentas, traducción imperfecta 
del inglés accountability, es un conjunto de mecanismos que permiten a la 
sociedad asegurar que es conducida adecuadamente, de acuerdo con el 
interés general o el bien común, y con apego a los más altos estándares de 
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comportamiento ético y profesional. Estos mecanismos tienen tres facetas: 
el ofrecer cuentas, que se refiere a las actividades que tienen por objetivo 
que las autoridades públicas ofrezcan información sobre sus actividades, 
como es el registro y resguardo de datos, la elaboración y presentación de 
informes, conducir investigaciones, realizar inspecciones o verificaciones, 
entre otras. En segundo lugar, implica el que la información se debata, es 
decir, que la autoridad argumente y explique en un foro específico sus 
decisiones y acciones, que se discutan los méritos de dichos argumentos 
y que sea posible emitir un juicio sobre la adecuación de las actuaciones 
respecto de estándares y expectativas sociales. Finalmente, implica también 
que existan consecuencias derivadas de la valoración antes referida, 
en la forma de reconocimientos y asignación de culpas (Bovens, 2005;  
Mulgan,  2003 y Schedler, 2004). Los mecanismos realmente existentes 
normalmente son imperfectos, en la medida que no cumplen con las tres 
características señaladas. Sin embargo, vistos como sistema, unos pueden 
complementar a los otros, generando un entramado institucional capaz 
de exigir y procesar cuentas (López Ayllón y Merino Huerta, 2009). 

Así, la accountability es un conjunto de mecanismos de valoración ex 
post, que permite controlar la acción de las autoridades por medio de 
su revisión retrospectiva.2 Estos pueden ser de carácter vertical, es 
decir, cuando se rinde cuentas entre el conjunto de los ciudadanos y 
los votantes, u horizontal, cuando las cuentas se rinden ante instancias 
pública especializadas (por ejemplo, las Instituciones de Auditoría 
Superior) (O’Donell, 2002). Las materias sobre las que se rinden cuentas 
varían de un mecanismo a otro. La deliberación puede ocurrir en 
diferentes foros o espacios, incluir a ciertos actores y excluir a otros, tener 
o no consecuencias, etc. La pluriformidad de los sistemas de rendición 
de cuentas pueden ocasionar fragmentación, contradicción, pero también 
complementariedades entre sus componentes.

Independientemente de las complejidades de los sistemas de rendición de 
cuentas, la rendición de cuentas se conecta directamente con el problema 
de la legitimidad del régimen político. Herman Heller resume la idea de 
legitimidad del Estado de esta manera:

2	 Para Mulgan (2000) es importante separar conceptualmente la rendición de cuentas con otros 
mecanismos de control ex ante, como la supervisión o la aprobación previa. Igualmente, es un 
concepto diferente al de responsabilidad, ya que este último puede interpretarse de dos formas: en 
primer lugar, como lo hace Uhr (1993), como el convencimiento subjetivo de cumplir con el deber 
(ser una persona responsable) o, en segundo, como el tener facultades asignadas que deben ejercer 
para desempeñar un cargo (ser responsable de ciertas funciones). La rendición de cuentas permitiría 
valorar, retrospectivamente, si el comportamiento de las personas fue responsable, en el primer 
sentido, y quién es responsable de ellas, en el segundo.
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Para que alguien tenga poder, es decir, para que sus órdenes sean 
cumplidas de modo constante, es preciso que quienes lo sostienen, o al 
menos aquellos de más influjo, estén convencidos de la legitimidad de su 
poder. El poder político es una relación social, pero no es necesariamente 
una capacidad política personal. El gobernante más incapaz ejerce poder 
y recibe obediencia mientras se cree en la legitimidad de su autoridad… la 
coacción contra los que no aceptan la ordenación de la autoridad tiene como 
supuesto la adhesión interior de los que tal ordenación fuerzan. Todo grupo 
de dominación precisa a la larga de la creencia de que sus principios jurídicos 
y, por éstos, sus preceptos jurídicos poseen fuerza obligatoria general que 
liga también a los sometidos. Sólo aquel derecho que pretende servir a la 
justicia podrá obligar, a los mismos que mandan, a realizar aquellas acciones 
gracias a las cuales se constituye el poder del Estado (Heller, 1995).

Un Estado que no es capaz de generar una percepción de que su actuación 
es válida, enfrentará una crisis de legitimidad. De esta manera, la rendición 
de cuentas se conecta con las dos formas de legitimidad del régimen 
político: la primera se refiere a la legitimidad institucional, referida al 
grado en que se percibe un ajuste, congruencia, entre el comportamiento 
de la autoridad pública y los valores socialmente aceptados sobre cómo 
debe conducirse. La segunda es la legitimidad por rendimientos, que está 
ligada a la capacidad del régimen para ofrecer resultados, a partir del 
desarrollo de políticas y la producción de bienes y servicios públicos que 
tengan efectos positivos sobre la vida de las personas (Bañón y Carrillo, 
1997). La rendición de cuentas es un mecanismo que hace posible la 
autoreflexión social, al permitir al público ciudadano conocer las 
justificaciones de las acciones realizadas, hacerse de información, discutir 
y emitir un juicio sobre el desempeño público. 

Desde esta perspectiva, la rendición de cuentas se relaciona con el orden 
social en dos formas: por un lado, es el conjunto de mecanismos y procesos 
deliberativos que permiten a la sociedad identificar las brechas que existen 
entre el proyecto colectivo o proyecto nacional, y los resultados que se 
han logrado en la realidad. Es la manera en que la propia sociedad mide 
su avance hacia sus fines comunes. En segundo lugar, también es la forma 
en que es posible identificar el déficit de capacidades que puede afectar a 
un gobierno y que limitan su capacidad para dar respuesta a la demanda 
social. Es por eso, un componente fundamental de los regímenes políticos 
democráticos. Sobre estos dos aspectos, las capacidades de gobierno y los 
resultados públicos, se enfoca la sección siguiente.
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Gobernabilidad y rendición de cuentas: los oídos y ojos de la 
democracia

En la actualidad, uno de los temas recurrentes de la reflexión sobre lo 
público, es la idea de que vivimos un desfase grave en la dinámica de 
la sociedad y la capacidad de las instituciones públicas para ofrecer 
soluciones a los retos que se les platean. Tanto en el mundo desarrollado 
como en los países en vías de desarrollo, los modelos, estructuras y 
mecanismos que durante años aseguraron la gobernabilidad resultan 
estrechos e insuficientes para el tamaño de los rezagos y demandas de la 
ciudadanía (Ramírez Sáinz, 1998). 

La gobernabilidad es un entramado de interacciones sociales, es “el proceso 
constante de hacer frente a las tensiones entre necesidades crecientes 
(situaciones problemáticas o aprovechamiento de oportunidades), de 
una parte, y las capacidades de gobernar (crear tipos de solución o 
desarrollar estrategias), de otra” (Kooiman citado en Camps, 1997, p. 19). 
Es decir, la gobernabilidad de las sociedades depende de que se logre un 
equilibrio entre las demandas sociales que se plantean al régimen político 
y sus resultados, en términos de intervenciones que ofrezcan resultados 
que satisfagan las expectativas de la población. La gobernabilidad no 
se planteó como un problema hasta la década de 1970, debido a que la 
atención estuvo centrada más bien en el desarrollo de los regímenes 
democrático representativos, o democracias liberales, a partir de la 
expansión gradual de los derechos cívicos, políticos y, posteriormente, 
sociales (Marshall, 1998). Se consideraba que la gobernabilidad estaba 
asegurada en la medida en que se establecieran las libertades frente al 
poder, es decir, que los ciudadanos gozarían de un ámbito de intimidad 
donde no se permite la intervención del poder estatal (libertad negativa) 
(Berlin, 1958). La gobernabilidad se planteó entonces como la búsqueda 
de definir los límites (constitucionales) del poder estatal. En un segundo 
momento, se consideró que la mera delimitación del poder público era 
insuficiente para asegurar la gobernabilidad, por lo que se promovió la 
ampliación del derecho al voto, para asegurar la legitimidad de origen del 
ejercicio del poder. Posteriormente,  tras las Segunda Guerra Mundial, 
el consenso socialdemócrata de la época señalaba que la gobernabilidad 
sería el resultado de aprovechar la autoridad del estado, su capacidad de 
coerción, para garantizar una serie de derechos sociales, por medio del 
acceso a ciertos bienes y servicios que les permitirían ser capaces de ejercer 
su agencia, de conducir su vida en la dirección que mejor consideren 
(Ralf Darehdorf, 1983). Entre mayores derechos se reconocieran, la 
estabilidad social estaría asegurada al establecerse acuerdos que redujeran 
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o manejaran los clivajes sociales basados en la división de clases, la 
diversidad étnica, y las diferencias de género, entre otras. 

Fue en la década de los setenta cuando estos supuestos fueron cuestionados, 
tanto desde la visión liberal como desde la izquierda. En el primer caso, 
destaca el libro La crisis de la democracia, cuyos autores argumentaron que 
la gobernabilidad de las democracias en las sociedades avanzadas estaba 
en peligro debido a cambios en las actitudes sociales con énfasis en el 
individualismo anómico, la dificultad creciente para articular los intereses 
de diferentes sectores sociales alrededor de objetivos colectivos, y el 
funcionamiento mismo de la competencia política democrática que genera 
la expectativa de que cualquier demanda puede exigir legítimamente ser 
atendida por el gobierno. Todo lo anterior causa un problema de sobrecarga 
de demandas que empuja los presupuestos por encima de lo costeable o 
económicamente saludable (Crozier, Huntington y Watanuki, 1975). Desde 
la izquierda, particularmente autores neo marxistas como Offe o Habermas, 
crticaron la idea de equilibrio entre los intereses de clase orquestado por 
el Estado del Bienestar. Si bien el reconocimiento de derechos sociales 
aminoró la confrontación entre intereses, éstos siguen siendo en el fondo 
irreconciliables y esto implica que el estado requiere intervenir cada vez 
más, limitando la lógica de la acumulación capitalista. El resultado es una 
propensión a la crisis del sistema ya que, de acuerdo con Offe (1988), el 
mantenimiento de la lealtad de las masas requiere de mantener o aumentar 
la cantidad de servicios ofrecidos por el Estado, lo que hace necesario extraer 
de la economía mayores recursos y someter al sistema económico a más 
regulaciones, lo que en el tiempo impactará negativamente la capacidad 
de expansión económica de un país. De esta forma, el Estado se enfrenta 
a problemas serios de legitimación que cuestionan su supervivencia y de 
los que sólo se puede escapar si se restructuran radicalmente las relaciones 
de clase o si se logra encontrar una fórmula que evite la necesidad de 
legitimar el aparato administrativo (Habermas,  1975). Finalmente, la teoría 
económica neoclásica y sus aplicaciones al análisis de lo público critican las 
políticas del Estado de Bienestar argumentando que no es posible articular 
un “interés general” a no ser que se realice por medio de negociaciones 
cruzadas entre los actores que a su vez resultan en asignaciones ineficientes 
de recursos (Buchannan y Tullock, 1965). Dichas políticas generan costos 
sociales debido a la multiplicación de grupos rentistas o parasitarios (Olson, 
1971) y a “pérdidas de riqueza” inevitables en las políticas redistributivas 
(Okun, 1975). Lo anterior impide el desarrollo económico y termina por 
conducir a una situación en que el “gran gobierno” destruye tanto la 
prosperidad generada por los mercados como la libertad individual 
(Friedman y Friedman, 1990).
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Como se ve, el problema que se plantean los autores reseñados ya no es la 
legitimidad de origen o la necesidad de ampliar los derechos ciudadanos 
que constituyen la base del régimen democrático, sino que ponen el foco en 
la capacidad de los gobiernos para dirigir a sus sociedades, para gobernarlas. 
Es entonces donde nace el enfoque de la gobernabilidad, que se plantea 
como un análisis en dos niveles: por un lado, el de la potencialidad de  
una sociedad de ser gobernada (es decir, las características que hacen de una 
colectividad ingobernable), que fue particularmente popular en América 
Latina, y, por el otro, el de las capacidades del gobierno para poder gobernar 
con eficacia, valga la redundancia. En éste último sentido, Sanabria López 
señala que: “la gobernabilidad... podemos entenderla como la capacidad de 
gobernar, capacidad que implica saber mantener en su lugar a las demás 
fuerzas políticas y tener mínimamente satisfechos a los sectores sociales 
más combativos” (Sanabria López,  2005, p. 197). 

Desde el punto de vista de la gobernabilidad, ¿cuál es el aporte que puede 
ofrecer la rendición de cuentas? Para contestar resulta útil retomar la idea 
de agencia que es común a las nociones contemporáneas de democracia 
y de desarrollo humano. En palabras de O´Donnell, “la concepción del 
hombre como agente, esto es, como alguien que está normalmente dotado 
de suficiente autonomía para decidir el tipo de vida que desea vivir” 
(O´Donell 2004, p. 13, la traducción es mía). De esta forma, la calidad de la 
democracia tiene que ver con la capacidad del régimen político de ofrecer 
las mejores condiciones para el ejercicio de dicha agencia por parte de 
las personas. La rendición de cuentas es un conjunto de mecanismos 
que permiten valorar en qué medida esto ha ocurrido. En otras palabras, 
permitirá señalar si las oportunidades y realizaciones de las personas 
han sido mejoradas gracias a las diferentes intervenciones públicas. 
Asimismo, la rendición de cuentas, permitiría identificar las herramientas 
que mejor funcionan, las que generan valor público, frente aquellas que 
no resultan adecuadas. La identificación de desvíos o de malas prácticas 
también puede ser un resultado importante de los diferentes medios de la 
accountability. En conjunto, estos dos elementos permitirían avanzar en un 
mejor alineamiento entre demandas sociales y capacidades del gobierno, 
fomentando un proceso de aprendizaje que puede ser individual, 
organizativo e incluso sistémico. Al mismo tiempo, ofrecen en sí mismos 
nuevas opciones o alternativas de acción al público ciudadano, que podrá 
ejercer su agencia y, por ejemplo, actuar con base en la información dentro 
de la arena política o decidir su voto. 
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En suma, la gobernabilidad se refiere a un complejo proceso de equilibrio 
entre capacidades de gobierno y demanda social. La rendición de cuentas 
contribuye a alcanzar este equilibrio al ofrecer formas para identificar 
logros, pero también problemas o practicas ineficientes o ineficaces que 
requieren ser remediadas. Igualmente, pueden empoderar a las personas, 
al permitir una participación política informada. La rendición de cuentas 
contribuye de manera decisiva a la mejora de la calidad de la democracia.

Sin embargo, el enfoque de la gobernabilidad es un tanto estrecho, en la 
medida en que se centra exclusivamente en las capacidades del gobierno, 
sin analizar las potencialidades de la colaboración entre el sector público 
y otros sectores de la sociedad. Es aquí donde el enfoque de gobernanza 
puede resultar de utilidad, como se argumentará en las páginas siguientes.

Gobernanza y rendición de cuentas

A partir de 1970 una serie de cambios en la economía, las actitudes sociales 
y la política han puesto en cuestionamiento la visión estado céntrica que 
caracterizó al pensamiento político y económico durante gran parte 
del siglo XX. En primer lugar, las crisis fiscales que afectaron a países 
desarrollados y en vías de desarrollo desde mediados de la década de 
1970 en Europa y de 1980 en América latina, validó en buena medida las 
predicciones sobre los efectos de la sobrecarga de demandas y la expansión 
descontrolada del gasto público. La respuesta fueron las políticas de 
estabilización y ajuste, que se tradujeron en recortes a los programas y 
personal público, la privatización de activos públicos y la liberalización 
de las economías (Leftwich, 1993). Este modelo redimensionador como 
lo denomina Luis F. Aguilar, limitó el papel del estado, reduciendo sus 
alcances y áreas de intervención. África y América Latina fueron las 
regiones donde mayor influencia tuvieron estas políticas promovidas 
por organizaciones financieras multilaterales. La caída del comunismo 
en Europa del Este pareció confirmar la superioridad de los mercados 
sobre la planeación centralizada, interpretación que generó procesos 
de liberalización económica y de privatización acelerados, o terapia de 
shock, en muchos de los países anteriormente pertenecientes al bloque 
soviético (Przeworski, 1991). 

A pesar de lo anterior, los resultados no fueron los esperados. América 
Latina sufrió la década perdida de 1980, donde los niveles de pobreza 
y desigualdad alcanzaron máximos históricos en casi todos los países 
de la región.  En África, el despegue económico prometido tampoco se 
alcanzó. Es en este contexto que se publica el reporte del Banco Mundial 
sobre África Subsahariana en 1989, donde se hizo una revisión crítica 
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de las estrategias fomentadas en la región. El estudio concluyó que los 
problemas del desarrollo en los países analizados podía entenderse como 
un problema de mala gobernanza. A partir de este texto se populariza el 
concepto de gobernanza, que sería ampliamente discutido desde entonces. 
Existen varias formas de definirla. En general, se refiere al sostenimiento 
de  la  coordinación y el alineamiento entre un amplio conjunto de actores, 
cada uno con sus propios propósitos, para asegurar el logro de los objetivo 
o resolver problemas comunes. Estos actores incluyen a las instituciones 
gubernamentales, las organizaciones de la sociedad civil y al sector 
empresarial (Pierre 2000 y Kooian 1993). De acuerdo con el Programa de 
Desarrollo de las Naciones Unidas, la gobernanza es:

El sistema de valores, políticas e instituciones por medio de los que la 
sociedad maneja los asuntos económicos, políticos y sociales por medio de 
interacciones dentro del Estado y entre éste y la sociedad civil y el sector 
privado. Es la forma en que la sociedad se organiza a sí misma para tomar 
decisiones e implementarlas, logrando un acuerdo mutuo, acuerdo y acción. 
(UNDP, 1997)

Lo distintivo, frente al enfoque de la gobernabilidad, es la idea de que la 
gobernanza descansa en diversos mecanismos de coordinación que no se 
limitan al mando y control coercitivo ejercido por el estado (ejercicio del 
poder político). Por el contrario, las sociedades también logran alinear 
sus esfuerzos por medio del libre intercambio (mercados) y de lo lazos 
de solidaridad, que son posibles gracias al capital social existente en las 
comunidades (Putnam, 1993). Poder político, mercados y asociaciones 
basadas en el capital social pueden combinarse de diferentes formas en 
diferentes contextos. Lo importante para el enfoque de la gobernanza es 
que el gobierno no tiene el monopolio de la coordinación social (Pierre, 
2000). Adicionalmente, el gobierno cuenta cada vez con menos recursos 
económicos, intelectuales y de legitimidad, por lo que la resolución  de 
los problemas colectivos requiere con mayor frecuencia de aprovechar las 
energías y capacidades de los actores no gubernamentales (Aguilar,  2006).
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Mercados Jerarquías Redes

Fundamento 
de la relación

Contratos y 
derechos de 
propiedad

Relación 
empleado-

patrón

Intercambio de 
recursos

Grado de 
dependencia Independencia Dependencia Interdependencia

Medio de 
intercambio Precio Autoridad Confianza

Medio de 
resolución de 
conflictos / 

coordinación

Regateo y cortes Reglas y 
órdenes Diplomacia

Cultura Competencia Subordinación Reciprocidad

Fuente: tomado de Anne M. Kjaer, Governance, Polity, 2004.

La gobernanza es el proceso que permite a los distintos actores sociales 
definir los objetivos colectivos y los medios requeridos para hacerlos 
realidad, asumiendo responsabilidades cada uno de ellos, de manera 
colaborativa o de co producción (Aguilar, 2006 y 2010). Este proceso, de 
manera creciente, implica una interacción en modo de red entre actores 
públicos y no gubernamentales. 

¿Cuál es la relación entre gobernanza y rendición de cuentas? En primer 
lugar, la horizontalidad de las relaciones implica una accountability mutua 
entre los participantes: cada actor asume responsabilidades sobre las 
que debe responder frente a los demás. Así, el concepto de rendición de 
cuentas se vuelve tridimensional, ya que no es el gobierno el único que 
debe presentar cuentas y argumentar sus acciones frente al público, sino 
también los actores no gubernamentales que tienen impactos sobre el 
futuro colectivo. Ejemplo de esta tendencia es la exigencia de mayores 
niveles de transparencia en las empresas respecto a asuntos como el 
efecto de sus actividades sobre el medio ambiente, su compromiso con 
el combate a la corrupción, la jueza y sustentabilidad de sus cadenas 
de proveeduría, entre otros. Asimismo, cada vez se demanda que haya 
consecuencias cuando las empresas no se apegan a estándares adecuados 
de comportamiento. De igual manera, hay una demanda cada vez mayor 
de que las organizaciones de la sociedad civil publiquen el origen y 
destino de los recursos con que operan, particularmente si son sujetas a 
recibir beneficios fiscales. En nuestro país, por ejemplo, las organizaciones 
que tienen autorización para recibir  donativos deducibles de impuestos 
deben alimentar un portal de transparencia con información de sus 
actividades que es de acceso público. De no hacerlo, pueden perder la 
mencionada  autorización.
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Ahora bien, el papel de la rendición de cuentas puede ser analizado 
también si se considera la gobernanza en diferentes niveles. Autores como 
Leftwich (1993), han señalado que la gobernanza ocurre en diferentes 
ámbitos, que están encadenados. Aquí se hace un corte vertical, por lo 
que hablamos de gobernanza transnacional, gobernanza sistémica o 
constitucional, gobernanza de las políticas y gobernanza de la gestión 
pública. Veremos e papel de la rendición de cuentas en cada una de ellas.

Gobernanza transnacional

En la actualidad, fenómenos como la globalización pero también la 
existencia de instituciones multilaterales han configurado un régimen 
internacional de gobernanza, que incluye actores tanto gubernamentales 
(representantes de los gobiernos), como empresas internacionales 
y, de manera creciente, una sociedad civil global, representada por 
organizaciones de carácter internacional (por ejemplo, Amnistía 
Internacional) o redes de organizaciones nacionales (por ejemplo, La 
Alianza Internacional Cívicus). Organizaciones como la International 
Organization for Standardization (ISO), generan normas globales que 
afectan las formas de producción locales al establecer estándares que 
deben cumplirse para poder insertarse en los mercados internacionales. 
La Alianza para el Gobierno Abierto (AGA) compromete a los gobiernos 
y sociedad civil de los países miembros a publicar planes bianuales 
de acción para aumentar los niveles de transparencia, participaciòn 
ciudadana y rendición de cuentas. La Organización para la Cooperación y 
el Desarrollo Económicos (OCDE) ha generado convenciones para evitar 
que las empresas transnacionales recurran al soborno cuando invierten 
fuera de su país de origen.

Este complejo entramado de instituciones y regulaciones carece de 
un mandato democrático porque no son instancias electas por los 
ciudadanos. Esto supone un riesgo de opacidad. Es por esa razón que, 
de manera creciente, se han impulsado iniciativas para transparentar 
el manejo de recursos de las instituciones financieras multilaterales, 
como el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional, en el flujo 
de recursos relacionados con las industrias extractivas, o el seguimiento 
independiente al cumplimiento de los compromisos de los países en  
el caso de los Objetivos de Desarrollo Sustentable o los adoptados en el 
marco de la AGA (véase Jonathan Fox y Brindan Hallaran, 2015). 

De esta manera, existe un movimiento global de exigencia que pretende una 
mayor y mejor rendición de cuentas por parte de los actores internacionales, 
para asegurar su adecuado funcionamiento, pero también la provisión 
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de bienes públicos globales, que permitan la solución de problemas que 
traspasan las fronteras nacionales, como son el cambio climático, el flujo de 
capitales, la migración, el crimen organizado, entre otros. 

Gobernanza sistémica

Leftwich (1993) entiende a este nivel como el ámbito de definición de las 
relaciones político-económicas de una sociedad. Se trata del espacio en que 
se establecen las reglas del juego que regularan a la sociedad en su conjunto, 
por lo que constituye las características de su régimen constitucional. 
Aquí se establecen los alcances y limitaciones de la autoridad pública, así 
como los parámetros dentro de los que Se desarrollarán las actividades 
económicas. Las formas legales de acceso al poder, la división de poderes, 
la forma de gobierno territorial, entre otros aspectos, también se incluyen 
en este nivel.

En este caso, la rendición de cuentas se centra en identificar si las 
definiciones constitucionales se han respetado. En este ámbito, por tanto, 
los mecanismos de carácter político son los predominantes: el voto, pero 
también los mecanismos de control ex post del legislativo sobre el ejecutivo 
(presentación de informes, comparecencias y, en casos extremos, el juicio 
político), son ejemplos de este tipo de accountability. Adicionalmente, la 
revisión jurisdiccional de la constitucionalidad de las decisiones tomadas 
por el ejecutivo o el legislativo, son elementos importantes.

Subordinado a lo anterior está la necesidad de asegurar gobiernos 
democráticamente elegidos, con un respaldo ciudadano, que operen 
bajo el imperio de la ley y derivado de elecciones que se realizan con 
regularidad, con equidad de condiciones para la competencia entre 
partidos y en un amiente de libertad de expresión y asociación. Desde 
el punto de vista de Popper (1994), una de las ventajas centrales de la 
democracia representativa es establecer condiciones para deshacerse de 
los malos gobiernos por medio del voto. Pero esto no es suficiente. Si se 
acepta que los ciudadanos tienen derechos reconocidos en la ley y que 
los mismos dependen de la existencia del Estado para poder ejercerlos,  
y que no cualquier organización estatal es suficiente, sino que se requiere 
que sea capaz, de calidad, entonces el buen gobierno es un derecho 
implícito. Esto incluso si el mismo no se reconoce formalmente en el 
marco legal. En este contexto, la rendición de cuentas es un principio del 
buen gobierno y de la buena administración, un derecho ciudadano. Pero, 
de manera crucial, es uno de los elementos que diferencia al gobierno 
democrático de las tiranías electivas. Desde la democracia en la antigua 
Grecia, se entendía a la accountability como una forma para evitar el abuso 
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del poder, particularmente de los demagogos. Por esa razón, el liderazgo 
político ateniense era llamado a rendir cuentas con una frecuencia no vista 
en el mundo antiguo, con posibles consecuencias gravísimas (Hansen, 
1999). Retomando a Locke (2002), las libertades del público constituyente 
no se pierden o se entregan en propiedad al gobernante. 

Gobernanza de las políticas públicas

En este nivel se encuentran los procesos de coordinación requeridos para 
el diseño e implementación de las políticas y sus programas constitutivos. 
En este sentido, dadas las limitaciones de recursos y capacidades analíticas 
del gobierno frente a problemas complejos o retorcidos (Riddle y Webber,  
1973) se vuelve necesario la co definición y coproducción de políticas entre 
una gama amplia de actores, que incluye a los tomadores de decisiones, 
los expertos, las organizaciones civiles familiarizadas con el tema y los 
propios afectados por dichos problemas. La idea de las políticas púbicas 
deliberativas va en esta dirección. 

En relación con lo anterior, la rendición de cuentas se centra en el valor 
de la eficacia: se orienta a verificar si las intervenciones realizadas se 
apegaron a las normas legales y técnicas que  regulan su diseño, así como 
en comprobar que se lograron los resultados e impactos definidos con 
anterioridad, sin generar consecuencias no deseadas o daños colaterales. 
De allí que en este caso predomine la denominada rendición de cuentas 
horizontal, particularmente por medio de la realización y publicación 
de ejercicios de evaluación. Si bien la evaluación a tendido a ser una 
actividad reservada a los expertos, de manera creciente también se 
habla de evaluaciones pluralistas o deliberativas donde se incluyen los 
puntos de vista de los diferentes sectores involucrados en realizar una 
intervención (Ernest House y Kenneth Howe, 2000). En buena medida, 
las auditorías del desempeño también tienen un papel que jugar en este 
nivel, al identificar si los efectos deseados pueden comprobarse.

Gobernanza de la gestión pública

Este es el ámbito más reducido que se refiere a la forma en que se dirigen 
las organizaciones públicas internamente y cómo éstas gestionan sus 
relaciones con los actores externos, tales como aliados, beneficiarios, 
otras organizaciones públicas y no gubernamentales, etc. La coordinación 
interna se refiere a asegurar que las formas de división del trabajo, 
asignación de autoridad y comunicación interna sean las adecuadas para 
realizar las funciones institucionales de manera eficaz y eficiente. La 
coordinación externa se refiere a asegurar que se da un trato adecuado a 
los grupos objetivo de las internaciones o actuaciones de la administración, 
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así como a asegurar la colaboración de otras organizaciones y actores que 
poseen recursos o capacidades necesarias para asegurar el logro de los 
objetivos comunes. 

En este caso, la rendición de cuentas implica la tradicional revisión de 
probidad en el uso de los recursos, así como la verificación respecto a 
si las instituciones públicas cuentan con los recursos adecuados y las 
capacidades  institucionales necesarias para desarrollar sus actividades 
con apego a la legalidad, la economía, la eficiencia y la eficacia. En este 
caso, las instituciones de auditoría interna y externa juegan un papel 
central, pero no único. También existen organizaciones, tales como 
los observatorios ciudadanos, que centran su atención en valorar el 
desempeño de las unidades del gobierno. 

Como se ha visto en las líneas anteriores, la rendición de cuentas es un 
factor que contribuye de manera muy importante a la gobernanza de 
las sociedades, al permitir asegurar un adecuado nivel de escrutinio de 
las actividades realizadas por las autoridades en los diferentes niveles, 
desde el internacional  hasta el de la gestión pública. De esta manera, la 
accoutability resulta un elemento esencial para hacer realidad el derecho a 
un buen gobierno. Regresando a la idea del ser humano como agente, la 
ampliación de las oportunidades para las personas requiere de asegurar 
el cabal disfrute de los derechos socialmente reconocidos. Pero estos 
derechos no se efectivizan de manera automática. Los mismos requieren 
de un complejo proceso de coordinación social, entre actores públicos y no 
gubernamentales, para hacerlos realidad. Una de las piezas clave de esta 
coordinación es el aseguramiento de las capacidades gubernamentales 
necesarias para que el sector público cumpla con sus responsabilidades 
de manera que esté en condiciones de ofrecer resultados con apego 
a principios socialmente aceptados. De allí que un buen gobierno 
y una buena administración sean requisitos indispensables para el 
mantenimiento de la legitimidad del régimen político y para avanzar 
hacia el desarrollo humano sustentable. El derecho a un buen gobierno 
y a una buena administración se desprenden indirectamente de aquellos 
formalmente reconocidos.

La rendición de cuentas es un elemento clave en dos sentidos: por un 
lado, es un principio de buen gobierno y de buena administración, por 
lo que es un fin en sí misma. En segundo, es una vía de verificación 
del cumplimiento del derecho de los ciudadanos a contar con un buen 
gobierno y una buena administración, detectado las brechas que puedan 
existir y generando aprendizajes que permitan avanzar en su realización.
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Conclusiones

Como se ha argumentado, la rendición de cuentas es un elemento central 
de la gobernabilidad y la gobernanza democráticas al ser, a la vez, un 
derecho ciudadano irrenunciable, así como un medio de aprendizaje 
social que permite identificar las áreas donde el ideal político democrático 
aún no se realiza. En sus diferentes niveles permite, tanto deliberar sobre 
los resultados alcanzados, como sobre las necesidades que es menester 
desarrollar, no sólo dentro del gobierno, sino también por parte de otros 
actores no gubernamentales participantes en los procesos de gobernanza.

Varios retos deben enfrentarse en este momento. Por una parte, las preocupantes 
tendencias a limitar el espacio público que se han experimentado en países 
tanto desarrollados como en vías de desarrollo constituyen un obstáculo 
para el ejercicio de las libertades y para una accountability eficaz. Un síntoma 
de lo anterior es el debilitamiento o irrelevancia política de las actividades 
de supervisión superior, que tienen consecuencias débiles, si las hay, lo que 
impide un verdadero aprendizaje colectivo, que corrija desviaciones y defina 
prioridades en el desarrollo de capacidades.

Por otra, la ampliación de la participación de actores sociales, representa 
un reto para los enfoques tradicionales de auditoría, ya que las políticas 
públicas se realizan de manera descentralizada, en formas de colaboración 
horizontales o en red entre gobierno y actores no gubernamentales. La 
rendición de cuentas basada en las relaciones de responsabilidad mutua 
tienen defectos importantes en tanto pueden excluir a importantes 
sectores sociales del acceso a la información y en el control del uso de 
los recursos, al tiempo que no existen incentivos fuertes para que los 
actores participantes se exijan cuentas entre ellos. Si bien las auditorías 
tienen un papel en la revisión del uso de recursos públicos aplicados 
por organizaciones no gubernamentales, otros aspectos intangibles, 
como la calidad de las interacciones y las capacidades que cada una de 
las instancias participantes debe ofrecer para asegurar el logro de los 
objetivos colectivos, pueden quedar fuera de los asuntos que pueden 
revisarse y, por tanto, quedar invisibilizados.

Es un reto también asegurar el uso de la información generada por los 
diferentes mecanismos de rendición de cuentas, tanto por parte de los 
servidores públicos como, de manera crucial, por parte de la sociedad, 
para generar  un clima de exigencia. La consecuencia sería un mayor 
compromiso de liderazgo político actual para reducir los espacios de 
ineficiencia, mediocridad o de corrupción, al tiempo que se se reconozca 
e incentive el buen desempeño,  la toma de riesgos calculados y la 
innovación.
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Adicionalmente, el aumento de las instancias que tienen derecho a exigir 
cuentas, genera una situación en que las administraciones públicas tienen 
que lidiar con expectativas, marcos legales y metodologías de revisión 
diversas, duplicadas y hasta contradictorias, lo que incrementan las cargas 
de trabajo y que, con frecuencia, no generan información útil para la toma 
de decisiones. Radin (2002) ha propuesto un paralelismo que ejemplifica 
esta situación: los servidores públicos se han convertido en malabaristas 
de las diferentes exigencias de la accountability. Esto, aunado a un 
enfoque punitivo, de búsqueda de culpables, puede generar confusión, 
ineficiencias y desmotivación entre el personal público y una pérdida de 
imagen tanto del servicio público como del gobierno en general.

Finamente, un problema que persiste es el valor agregado de las diferentes 
formas de rendición de cuentas que se han desarrollado. Dedicamos 
crecientes cantidades de tiempo y recursos a realizar auditorías de 
diferentes tipos, numerosas evaluaciones con metodologías dispares, 
sistemas de monitoreo de las intervenciones, grandes tableros de 
indicadores de gestión, entre otros. La pregunta es si todos estos esfuerzos 
han permitido tener una visión más integral del desempeño público y una 
toma de decisiones ciudadana más informada. Con frecuencia la imagen 
resultante no es coherente o es altamente vulnerable a la manipulación 
interesada políticamente. Esto representa un problema serio ya que 
puede generar cuestionamientos respecto de la valía de la accountability, 
justificando la disminución de los presupuestos necesarios para que opere 
adecuadamente. 

Todos estos retos no son cuestiones meramente técnicas, sino que implican 
decisiones políticas. Mientras el liderazgo político y la propia ciudadanía 
no muestren un compromiso explícito y activo con la rendición de cuentas, 
menos probable es que se convierta en un instrumento para asegurar el 
derecho a un buen gobierno y a una buena administración. Por desgracia 
esta pérdida puede extrañarse cuando sea tarde para reparar los daños.
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CORRUPCIÓN: 
ACTUACIÓN CONTRARIA  

A LA ÉTICA
María Caridad Mendoza Barrón

Académica y Consultor Independiente

La ética empresarial tiene gran importancia 
debido a que la orientación del comportamiento 
ético de los individuos y las empresas debe ser 
el fruto de la toma de decisiones éticas, que 
no causen perjuicio a terceros y buscando el 
máximo beneficio para las partes, por lo que se 
considera que la corrupción es una actuación 
que va contra de toda ética en perjuicio de los 
individuos, empresas y países, abandonándose 
la visión social y comunitaria, rompiendo con 
la normatividad establecida. En este sentido, 
se considera que la corrupción atenta contra la 
ética, ya que socava la democracia y el estado 
de derecho, da pie a violaciones de los derechos 
humanos, distorsiona los mercados, menoscaba 
la calidad de vida y permite el florecimiento de 
la delincuencia, pero en particular en el ámbito 
empresarial, limita la competencia justa e inhibe 
el desarrollo económico y social.

Para combatir la corrupción, se debe 
desarrollar una cultura de la ética ya que atenta 
contra el propio individuo. Por otro lado, distintas 
instancias dentro del ámbito internacional, han 
trabajado en la definición de directrices que 
permitan combatir las acciones contrarias a la 
ética y que han generado problemas asociados 
a la corrupción que se han sido identificados a 
causa de ella, sin embargo son los individuos y 
las empresas, los que deben comprometerse con 
la sociedad en la búsqueda de alternativas que 
puedan ayudar a solucionar este problema.
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La ética empresarial tiene una enorme importancia en el contexto actual y 
esto es porque este concepto debe entenderse como la manera correcta de 
actuar, de hacer las cosas.  Si bien, no existe una sola forma de actuar ya 
que esto  depende de las circunstancias a los que el individuo se enfrenta 
en cada momento, así como de los  distintos factores con los que se cuenta, 
tales como puede ser la educación, el entorno sociocultural, la época, 
entre otros muchos más, la orientación del comportamiento ético de los 
individuos y las empresas debe ser el fruto de la toma de decisiones éticas, 
cuyos resultados no causen perjuicio a terceros y buscando el máximo 
beneficio para las partes.

Bajo esta premisa, se considera que entre otras muchas acciones, la 
corrupción es una actuación que va contra toda ética ya que ésta se da por 
un aprecio excesivo sobre los bienes materiales en perjuicio de otros, con 
un sentido egoísta, abandonándose la visión social y comunitaria, para 
privilegiar la visión individualista de bienestar propio, rompiendo con 
normatividad establecida socialmente, ya sea de forma moral o legal.

“Se considera que la corrupción es una plaga insidiosa que tiene un 
amplio espectro de consecuencias corrosivas para la sociedad. Socava la 
democracia y el estado de derecho, da pie a violaciones de los derechos 
humanos, distorsiona los mercados, menoscaba la calidad de vida y 
permite el florecimiento de la delincuencia organizada, el terrorismo y otras 
amenazas a la seguridad humana” (Convención de las Naciones Unidas 
contra la Corrupción, 2004).

Existen varios comportamientos asociados al concepto de corrupción, los 
cuales pueden darse tanto en el sector público como en el sector privado, 
tales como:

•	 Soborno. Donde se corrompe a alguien con dinero o regalos para 
conseguir de esa persona una cosa, que puede ser legal o ilegal, pero 
de manera injusta. Esto se relaciona con el soborno a funcionarios 
públicos, tanto nacionales como extranjeros.

•	 Fraude. Es el engaño para eludir una obligación o bien la usurpación 
de derechos, con el fin de obtener un beneficio personal.

•	 Extorsión. Al exigir pagos por servicios a los que los individuos 
y/o empresas tienen derecho a recibir.

•	 Tráfico de influencias. Donde se obtiene la promesa u ofrecimiento 
de un beneficio indebido, que redunde en provecho de una 
determinada persona.

•	 Enriquecimiento ilícito. Cuando intencionalmente se incrementa, 
de manera significativa el patrimonio de un funcionario público, 
respecto a sus ingresos legítimos, no pudiendo ser justificados 
razonablemente por él.

•	 Abuso de funciones. Estos actos se manejan intencionalmente, 
violando u omitiendo la obligatoriedad de la ley por parte de un 
funcionario público en el ejercicio de sus funciones para obtener 
un beneficio indebido para sí mismo, para otra persona u entidad.
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•	 Malversación o robo, apropiación indebida u otras formas de 
desviación de bienes. Donde un funcionario público, en beneficio 
propio o de terceros, se hace de bienes, fondos, , títulos o cualquier 
otra cosa de valor, que le haya sido confiada al funcionario público 
en virtud del cargo.

•	 Blanqueo del producto de delitos de corrupción. Al convertir 
bienes a sabiendas de que estos son producto de actividades 
no registradas o ilícitas, así como la ocultación o disimulo de 
la naturaleza, origen, ubicación, disposición de los bienes o 
legítimo derecho a éstos a sabiendas de que son producto del 
delito.

La corrupción es uno de los mayores desafíos que se nos presenta en la 
actualidad, lamentablemente estamos atravesando por una profunda 
crisis de valores que ha agudizado este problema. Esto es igual para los 
distintos sectores económicos, como para la sociedad en general, debido 
a que representa uno de los mayores obstáculos para el desarrollo 
sostenible, debido a que los recursos no se destinen a proyectos 
específicos sino se orienten a otro tipo de actividades, inhibiendo la 
inversión, la creación de empresas y por ende la generación de fuentes 
de trabajo, así como a la economía en general, socava capacidad del 
gobierno para ofrecer servicios básicos, impactando a la sociedad 
porque se favorece la desigualdad e injusticia, principalmente en los 
sectores menos favorecidos.

En la actualidad, muchos gobiernos, empresas y personas han estado 
relacionadas con actos de corrupción, por lo que diversos organismos 
e instituciones, a nivel nacional e internacional, han definido directrices 
que favorezcan buenas prácticas apegadas a la ética y al civismo, a 
través de conferencias, pronunciamientos, protocolos, legislaciones 
y/o normatividad, cuyo objetivo es el orientar, regular y sancionar las 
prácticas relacionadas con la corrupción y la impunidad.

Organizaciones internacionales contra la Corrupción

Existen varios pronunciamientos, así como leyes y regulaciones que se 
han generado al respecto, entre otros muchos que existen en el ámbito 
internacional se tienen los siguientes:

Pacto Global de las Naciones Unidas, quién para luchar contra la corrupción 
desde el ámbito empresarial ha definido diez principios, y es en el 10° 
donde a partir de una guía,  pide a las empresas adoptar, apoyar y 
promulgar, dentro de su esfera de influencia, un conjunto de valores 
fundamentales en las áreas de derechos humanos, normas laborales, 
medio ambiente y anti-corrupción1.

 
1	  Pacto Mundial (2015).
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Reglas de conducta de la Cámara Internacional de Comercio sobre Extorsión 
y Soborno en Transacciones Empresariales, elaborado por la Cámara 
Internacional de Comercio (ICC por sus siglas en inglés). La ICC ha 
establecido una Comisión Anticorrupción cuyos principales objetivos 
son: el desarrollar una herramienta práctica para guiar a las empresas, 
especialmente a PyMES, a tratar temas anticorrupción y los procedimientos 
de cumplimiento, establecer facilidades para reunir información sobre la 
solicitación de sobornos, entre otros.

Transparencia Internacional es una organización dedicada a aumentar la 
responsabilidad del gobierno y a impedir, tanto la corrupción internacional 
como la nacional en la búsqueda de desarrollar mecanismos para combatir la 
corrupción. La Secretaría Internacional trabaja con los gobiernos, la sociedad 
civil y el sector privado, a través de una red de más de 90 organizaciones 
establecidas en todo el mundo.  El desarrollo de los principios de negocios 
para oponerse al soborno sigue siendo su directriz y principal línea de trabajo, 
respondiendo a su compromiso con el sector privado y enfocando sus 
esfuerzos para desarrollar y elevar los estándares de probidad.

Líneas Directrices de la OECD para Empresas Multinacionales. Estos 
pronunciamientos son recomendaciones sobre prácticas de conducta 
empresarial dirigidas por los distintos gobiernos que conforman dicho 
organismo, a las empresas multinacionales que operan en o desde los 33 
países suscritos. Estas directrices no pretenden sustituir, ni menospreciar 
las leyes locales aplicables a cada región, sino que representan estándares 
de conducta complementarios a las normatividad, contribuyendo a la 
generación de una cultura de ética y civilidad en las empresas. 

La Ley de Prácticas corruptas en el extranjero o Foreign Corrupt Practices Act 
(FAPC por sus siglas en inglés) es una ley que se enfoca a los principios 
de transparencia contable y aspectos relacionados con sobornos a 
funcionarios, la cual fue promulgada en Estados Unidos en el año 1977. 
Esta ley es aplicable a cualquier persona que tenga algún grado de relación 
con empresas de Estados Unidos y que se vea involucrado en prácticas 
corruptas en cualquier lugar del mundo. 

La corrupción no es solo un problema local

En el documento emitido en la Convención de las Naciones Unidas contra 
la corrupción (2004) se manifestó que “la corrupción ha dejado de ser un 
problema local para convertirse en un fenómeno transnacional que afecta 
a todas las sociedades y economías, lo que hace esencial la cooperación 
internacional para prevenir, detectar, sancionar y luchar contra ella”
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La corrupción se presenta de diversas formas, las cuales varían 
dependiendo de la situación, posición, entorno, etc., afectando a todos los 
niveles, tanto personal, local, regional, hasta internacional. Así mismo, este 
problema repercute en la economía familiar, el bienestar de la sociedad, 
el desarrollo de una localidad y hasta en la economía de un país lo cual 
ha representado uno de los principales obstáculos en la consolidación 
económica y social a nivel mundial.

El organismo denominado Transparencia Mexicana, presenta el Índice 
de Corrupción y Buen Gobierno (INCBG), siendo el último el del 2010, 
en el que se encontró que en 35 trámites y servicios públicos de los tres 
niveles de gobierno (municipal, estatal y federal), así como en concesiones 
y servicios manejados por el sector privado, entre los que se tienen: la 
regularización de servicios, obtención de cartilla, constancias de uso 
de suelo o Registro público de la propiedad, evitar ser infraccionado 
o detenido por agente de tránsito, estacionarse en lugares prohibidos, 
entre otros muchos más, el 14% del ingreso del promedio de las familias 
entrevistadas, lo destina a “dar mordidas” (dinero para facilitar la 
obtención de un trámite o un servicio).   

Transparencia Internacional reportó que para el año 2016 el “Índice 
de percepción de la corrupción”2,3 México obtuvo una calificación 30 
puntos sobre una escala de 100, ocupando el lugar 125 de entre 176 
países evaluados.

Sin embargo, existen países que a través de su historia y por una cultura 
de ética y civilidad se encuentran en los primeros lugares dentro de esta 
lista, logrando ser países competitivos, esto es, no se requiere el contar con 
marcos regulatorios, sino que poseen un ambiente institucional adecuado 
para hacer negocios, que resulta en tener menos corrupción, sin embargo 
vale la pena hacer la aclaración que ninguno de los países evaluados 
obtuvo una calificación superior a los 90 puntos.

Si bien este INCBG es del año 2010, es importante mencionar que como 
país, México ha procurado participar en la elaboración de diversas 
reformas y firma de tratados internacionales, sin embargo las estadísticas 
arrojan resultados que reflejan una realidad lejana a un beneficio, las 
acciones que se han emprendido para empezar a atacar este problema, no 
han dado los resultados esperados. 

2	 http://www.tm.org.mx/wp-content/uploads/2013/05/01-INCBG-2010-Informe-Ejecutivo1.pdf
3	 http://www.tm.org.mx/ipc2016/



Corrupción: actuación contraria a la ética

31

Razones para que las empresas luchen contra la corrupción

De acuerdo al documento emitido en la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Corrupción (2004), se establece que independientemente 
del contexto en el que se dé la corrupción, ésta perjudica a las instituciones 
democráticas, desacelera el desarrollo económico y contribuye para 
la inestabilidad política. De igual forma, menciona que se desalienta la 
inversión y la creación de empresas, limitando su desarrollo al no poder 
pagar los costos que la corrupción genera.  En este sentido, esta afirmación 
no solo se refiere al ámbito empresarial, sino también al ámbito público, 
ocasionando inestabilidad y desconfianza. 

Asimismo, en la convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción 
se establece de manera particular para las empresas el que “Teniendo 
presentes también los principios de debida gestión de los asuntos y los 
bienes públicos, equidad, responsabilidad e igualdad ante la ley, así como 
la necesidad de salvaguardar la integridad y fomentar una cultura de 
rechazo de la corrupción” lo que genera un compromiso por parte de los 
directivos de las empresas a trabajar contra la corrupción.

De igual manera, en el documento del Pacto Mundial de las Naciones 
Unidas, se establece que para lograr el bienestar global es necesario 
establecer vínculos y valores duraderos, por lo que recomienda que como 
parte de la responsabilidad de las empresas se trabaje en acciones contra 
todas las formas de corrupción, incluyendo el soborno y la extorsión.

Un aspecto importante en el que debe trabajar es en la generación de 
confianza, principalmente en el ámbito empresarial. La confianza que 
debe darse a partir de la empresa en su relación con los inversionistas, 
clientes, proveedores, empleados y público en general, que se sustente 
en el establecimiento de relaciones abiertas, transparentes y en las que 
exista una adecuada rendición de cuentas, de manera que se disminuya 
el riesgo durante las relaciones que se establecen entre las partes, pero 
que se ven comprometidas por distintas prácticas carentes de ética y que 
involucran corrupción. Para poder atraer inversiones, es necesario prestar 
atención a la generación de confianza ya que su ausencia puede significar 
un indicio de riesgo, debido a la falta de transparencia y poco apego en 
la normatividad que se tenga para atender cualquier proceso, ya que 
repercutiría en la perdida de la confianza por parte de sus principales 
inversionistas, miembros de la organización, relaciones comerciales y 
en las utilidades, afectando directamente la imagen y reputación de la 
empresa y su sustentabilidad.
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Hoy en día las empresas a nivel mundial, sin importar si se trata de 
grandes corporativos o de empresas pequeñas, indistintamente del sector 
al que pertenezcan, requieren impulsar la competitividad bajo un enfoque 
más humanista, de competencia leal y con expectativas de crecimiento, 
por lo que deben de están conscientes en la responsabilidad que tiene con 
relación a la lucha contra la corrupción, pues además de ser un acto no 
ético, genera un impacto en los costos no determinables dentro de ella. 

De manera particular existen distintas razones por las cuales las empresas 
deben evitar realizar prácticas corruptas:

→→ Riesgos legales: Hoy en día la mayoría de las prácticas corruptas son 
consideradas ilegales, no sólo donde se llevan a cabo sino también 
en el país donde se originan dichas prácticas.  Cada vez son más 
los países (tanto desarrollados, como en vías de desarrollo) que 
han decidido adoptar leyes anticorrupción. 

→→ Riesgos de reputación: Los problemas de la pérdida de reputación de 
la empresa se ha derivado de los diversos escándalos de fraudes 
contables y financieros que se han presentado en los últimos años en 
diferentes partes del mundo, por lo que en la actualidad las empresas 
buscan que sus operaciones estén apegadas a estándares jurídicos, 
normativos y éticos, que les permita mantener su reputación y 
posicionamiento en el mercado local e internacional.  Por lo tanto 
es importante que sean capaces de demostrar que sus operaciones 
son transparentes, con una correcta rendición de cuentas, así como 
que sus códigos de conducta, políticas y procedimientos busquen 
demostrar su apego a la ética y el rechazo a la corrupción.

→→ Costos financieros: Cometer actos de corrupción representa un 
monto considerable en los costos, los cuales no pueden ser 
determinados en la empresa, de manera que afectan la planeación 
y el establecimiento de metas financieras, y por ende su 
sustentabilidad.

→→ Riesgos de conducta y clima empresarial: Si dentro de la empresa se 
vive una cultura fundamentada en la ética, ésta será reconocida 
y adoptada por sus empleados y todos los miembros de la 
organización, por lo que se les dificultará aceptar o contribuir con 
actos de corrupción tanto al interior de la empresa así como en 
las relaciones externas y por lo tanto, la confianza al interior de la 
empresa se fortalecerá.
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→→ Posibilidad de desarrollo social, económico y ambiental sostenible: Una 
empresa que es reconocida por sus prácticas anticorrupción es 
reconocida por sus distintos grupos de interés, favoreciendo el 
desarrollo social, económico y ambiental. 

La corrupción cohíbe el desarrollo económico y social

En la última década del siglo XX, el Banco Mundial presentó su 
preocupación por el fenómeno de la corrupción en los gobiernos, que 
desde una perspectiva económica se consideró que la corrupción era 
un problema de los países subdesarrollados, ya que éstos presentan 
problemas económicos y de debilidad institucional. A partir de entonces 
se han adherido a esta lucha contra la corrupción diversas organizaciones 
de la sociedad civil.

La corrupción es un fenómeno que genera efectos económicos y sociales 
que trascienden el ámbito gubernamental. Cuando en una sociedad existe 
corrupción, ésta contamina todas las esferas de la vida pública, incluida la 
relación entre privados, como individuos u organizaciones.4 

Por lo tanto, es posible afirmar que al analizar los efectos que conlleva 
la corrupción permite tener claridad sobre las consecuencias que la 
corrupción representa para el desarrollo económico y social, lo cual se da 
bajo diferentes aspectos y circunstancias.

•	 Por el mal uso del poder y la posición en la que se desempeñan 
los individuos dentro de una institución, genera un gran impacto 
en el entorno de quienes lo practican, provocando poca o nula 
prosperidad debido a que los costos implicados en la realización 
de negocios con ellos, son considerablemente mayores. La 
deshonestidad, el soborno, las dádivas, etc., cuando se dan en el 
ámbito del poder generar una manera de hacer las cosas de una 
forma perversa (Morales Orozco, J., 2012) un claro ejemplo de ello 
se encuentra en la obtención de terrenos en zonas protegidas, que 
son ricos en recursos naturales, sin embargo han sido otorgados 
para su explotación como resultado de actos de corrupción, 
provocado que el lugar pierda su riqueza.

4	 Secretaría de la Función Pública, Herramientas de integridad para fortalecer la competitividad de las 
empresas.
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•	 La corrupción no tiene consideración por el respeto a los derechos 
humanos, esto es porque para la sociedad los actos de corrupción 
representan una violación a las pautas que orientan la convivencia 
en igualdad y democracia, todos tenemos derecho a la verdad.  
Cuando estos derechos son debilitados, las instituciones que 
son la base de justicia y equidad, se ven afectadas, originando 
un comportamiento falto de ética, un ejemplo de ello es la 
tolerancia del incumplimiento de las obligaciones por parte de las 
autoridades porque no ha asumido la responsabilidad en el nivel 
que se requiere.  Para el caso de las empresas, induce hacia una 
falta de motivación entre sus miembros, socava la lealtad de las 
personas y de sus distintos grupos de interés, así como el riesgo 
de permanencia de la empresa en el mercado.

•	 Cuando la escala de valores de los individuos de la sociedad se 
ve distorsionada por los actos de corrupción, las consecuencias se 
reflejan en distintas circunstancias, como por ejemplo en menores 
posibilidades de acceder a empleos por parte de las minorías, 
al desalentar la inversión por y para los emprendedores debido 
a la ausencia de confianza para la conformación del capital. La 
inexistencia de ésta o su debilidad provoca efectos devastadores 
en términos de costos de transacción en donde se acepta lo 
inaceptable.

El soborno, la extorsión y la corrupción inhiben la competencia justa

Es un hecho que las actividades empresariales son una poderosa 
herramienta para generar prosperidad, sin embargo mientras existan 
actividades que atenten contra una competencia justa, no podrá tenerse un 
crecimiento y desarrollo en México. La corrupción favorece el desarrollo 
de la economía informal y acciones de ilegalidad, acentuando la pobreza 
y desigualdad. Por lo que al trabajar en la prevención de la corrupción 
en actividades económicas, generará altas probabilidades de negocios 
para las empresas, emprendimiento formal, la generación de empleos y 
crecimiento para el país.

En el Pacto Mundial se establece el problema que genera la corrupción, 
el soborno y la extorsión debido a que frena el crecimiento económico 
y el desarrollo, poniendo en riesgo la integridad y funcionamiento 
de los mercados, inhibe la competencia, distorsiona la asignación de 
recursos, y socava la confianza.  Es claro ver que uno de los grandes 
retos para que la economía global funcione de manera eficiente, 
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es la competencia justa y libre, sin embargo un ejemplo que ilustra 
este hecho podría ser el de otorgar contratos por parte del gobierno 
mediante licitaciones transparentes en nuestro país, lo cual no se da de 
esta manera actualmente.

Una cultura de transparencia y rendición de cuentas, minimiza 
los riesgos contra prácticas corruptas

La preocupación ante los cambios en el entorno por situaciones políticas, 
tecnológicas, económicas, sociales, etc. genera vulnerabilidad para la 
empresa, por lo que existe un alto riesgo de involucrarse en actividades 
contrarias a la ética.  La toma de consciencia por parte de las instituciones 
del problema que conlleva las diversas prácticas de contrarias a la ética y 
en este caso las relacionadas con la corrupción, debe dar como resultado 
el buscar que todos sus miembros se comprometan a fungir como agentes 
morales durante la realización de la función que les corresponde, en 
la ejecución de las operaciones cotidianas, comprometiéndose con la 
sociedad en general, hacia la búsqueda del bienestar general.

Gracias a las aportaciones realizadas por distintas instituciones en el 
ámbito internacional, hoy existen herramientas útiles que involucran 
distintos mecanismos que permiten luchar contra la corrupción. 

Estas medidas sugieren acciones en diferentes entornos, tanto internos 
como externos: 

Interno: 

●	 Establecer medidas de acción que abarquen aspectos relacionados 
con un liderazgo ético y la definición de códigos de conducta, de 
manera que reflejen los valores que sustentan a la organización.

●	 Definir mecanismos de control que se apeguen a las políticas y 
pronunciamientos establecidos por la empresa, los cuales deberán 
estar alineados a la normatividad vigente.

●	 Desarrollar programas de capacitación, entrenamiento y 
seguimiento que asegure el apego de sus miembros a una cultura 
ética de la empresa.
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Externo: 

●	 Adoptar las normas y pronunciamientos internacionales que sean 
convenientes, de manera que disminuyan el riesgo de realizar 
actividades que no se apeguen a la legalidad y/o a la ética.

●	 Desarrollar una cultura de Transparencia y Rendición de cuentas 
que permita a los distintos grupos de interés conocer la situación 
de la empresa, y generar confianza.

●	 Trabajar bajo lo dispuesto por la cultura local, esto es, cuando las 
empresas se encuentran expuestas a prácticas ajenas a la de origen,  
como podría ser la forma en que se registran las transacciones, 
identificar  cual es la forma de ejecución en dicha región.

Conclusiones

Luchar contra la corrupción es una tarea que corresponde a todos por 
igual, pero especialmente a aquellos que tienen la capacidad de influir 
y gestionar dentro de las empresas. Es por ello que para fortalecer la 
confianza y la reputación empresarial, debe potenciarse también la 
transparencia y la rendición de cuentas.  Cuando en una empresa se cuenta 
con una cultura de transparencia y rendición de cuentas y en donde los 
códigos y estándares de conducta se sustentan en la ética, será menos 
probable que dicha empresa se enfrente ante prácticas corruptas. Como 
menciona el Pacto Mundial en su décimo principio “La mejor manera de 
administrar una empresa para asegurarse de que se minimicen los riesgos 
de involucrarse en prácticas corruptas es ser responsable y transparente 
en todas las transacciones. Al fomentar una cultura transparente, la 
administración envía una fuerte señal de ser una organización abierta que 
no tiene nada que ocultar.”5

Según una encuesta global realizada por Transparencia Internacional 
en 2016 que evalúa los esfuerzos realizados por compañías de mercados 
emergentes para combatir la corrupción, señaló que “India tiene las 
empresas más transparentes mientras que las chinas son las más opacas”.6 
Dicha encuesta fue valorada con base en tres criterios: programas 
anticorrupción, información sobre subsidiarias, emprendimientos 
conjuntos y otros holdings; y datos financieros para operación en cada 
uno de los países en los que están presenten.7 Para este caso, es importante 
considerar la aplicación de la FCPA a cualquier empresa que tenga 

5	 Pacto Mundial (2015) p. 13
6	 Citado por El Economista (2016)
7	 Ibid.
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relación con los Estados Unidos, con relación al tratamiento contable de 
la información financiera.

Como se puede apreciar es importante trabajar conjuntamente contra 
la corrupción, y esto puede hacerse a partir de construir una cultura 
de transparencia al interior de las empresas, si bien es un proceso que 
requiere de tiempo y dedicación, a través del cual se debe buscar que todos 
sus miembros se comprometan a lo establecido en los códigos de ética y 
normas de conducta, así como en el apego a los pronunciamientos y/o 
leyes anticorrupción, por lo que es necesario que todas las instituciones 
promuevan una cultura ética, de transparencia y rendición de cuentas, 
tanto a nivel interno como externo, apoyándose en  las recomendaciones 
que los diversos organismos ha pronunciado al respecto del combate a la 
corrupción. 
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La contraloría social es una herramienta 
importante para mejorar la prestación  
de servicios públicos y el funcionamiento de 
programas destinados a población en condición 
de pobreza, rezago social o vulnerabilidad, 
así como para evitar desviación de recursos u 
otras formas de corrupción. Para ello requiere 
superar la visión burocrática y limitada que 
ha sido dominante en su aplicación en nuestro 
país. Se presentan dos experiencias que ofrecen 
lecciones relevantes para una nueva etapa en 
la contraloría social en México: la observación 
electoral de Alianza Cívica y la prevención del 
uso electoral del Programa Oportunidades. Se 
concluye con orientaciones para que en el marco 
del nuevo Sistema Nacional Anticorrupción, la 
contraloría social pueda ser “ciudadanizada” 
y dotada de herramientas para cumplir una 
función muy relevante en la prevención y en la 
detección de actos de corrupción así como para 
promover el acceso efectivo respecto a servicios 
públicos como la salud y el ejercicio de derechos 
de la ciudadanía en los programas sociales.  

La contraloría social (CS) es una 
herramienta con un alto potencial de efectividad 
de manera directa, como factor preventivo y 
disuasivo.  Y también por su efecto indirecto y de 
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más largo plazo sobre la cultura y la percepción 
ciudadana para generar confianza y credibilidad 
de las instituciones. Para lo cual es indispensable 
que funcione adecuadamente.

Este texto reflexiona desde experiencias 
en las que he podido participar y procesos que 
he podido conocer. Se divide en 3 secciones.

Inicia con una conceptualización básica 
sobre la CS, presentando un breve recorrido 
histórico y como contraste una mirada crítica 
frente al modelo administrativo “burocrático” 
de promoción de la CS que ha sido el más 
frecuente y generalizado hasta ahora. 

En la segunda sección, para ejemplificar 
y describir las propuestas comparto dos 
experiencias de vigilancia del ejercicio de 
gobierno, que fueron realizadas tanto desde la 
sociedad civil como desde el gobierno y que 
pueden generar lecciones y orientación para la 
CS en su nueva etapa.

Finalmente, en la tercera parte se ofrecen 
orientaciones y criterios que puedan servir 
para orientar la próxima etapa en que la CS se 
promoverá como una de las responsabilidades 
del Comité de Participación Ciudadana (CPC) 
del SNA.
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1.	 ¿Cómo surge la contraloría social (CS) y porqué es 
importante un modelo “ciudadanizado” para enfrentar la 
corrupción?

La CS es un mecanismo de participación ciudadana orientado a la 
vigilancia de la ejecución y aplicación de programas sociales. 

A nivel internacional la CS también conocidas como “veeduría social” 
y “auditoría social” surgen hacia fines de la década de los 90. En su origen 
son un mecanismo integrado en las diversas formas de participación de las 
“comunidades” en las obras realizadas por los Fondos de Inversión Social (FIS). 

Estos Fondos (FIS) fueron creados en muchos países para realizar 
proyectos de infraestructura en zonas de mayor rezago y marginación 
con mayor agilidad que los Ministerios sectoriales. 

Para dar flexibilidad y agilidad a su operación los FIS aplicaron procesos de 
licitación más agiles y simples o incluso prescindieron de ellos. Al tratarse 
de inversiones más pequeñas y dispersas, las modalidades de CS surgen 
como una función auxiliar de las funciones de control y fiscalización, y 
al mismo tiempo como una tarea, un momento y una instancia más del 
proceso de participación “comunitaria” en los proyectos. 

Este modelo de CS ligado a obras de infraestructura como la construcción 
de escuelas, centros de salud, caminos rurales, introducción de agua 
potable y similares, permite vigilar el ejercicio de los recursos al ofrecer 
certeza sobre su aplicación al destino previsto. Sobre todo porque se trata 
de montos menores aplicados en zonas remotas y aisladas, lo que dificulta 
mucho la aplicación de auditorías y formas de control tradicionales.

En el marco conceptual actual del Banco Mundial la CS (denominada en 
inglés social audit) forma parte de las líneas y herramientas de la rendición 
de cuentas social (en inglés social accountability), que a su vez es uno de los 
componentes clave de la gobernanza y el combate a la corrupción.1 

En México hay diversos intentos realizados desde el gobierno, así como 
iniciativas de vigilancia promovidas por organizaciones civiles sobre 
programas y acciones específicas. 

Hay formas de “vigilancia comunitaria” que son claro antecedente de CS 
desde los tiempos de la Coordinación General del Plan Nacional de Zonas 
Deprimidas y Grupos Marginados (COPLAMAR) en el sexenio 1976-1982. 

1	  El sitio especializado del Banco Mundial en “rendición social de cuentas” se ubica en http://www.
worldbank.org/en/topic/socialdevelopment/brief/social-accountability en donde se puede encontrar 
información útil de experiencias y materiales de muchos países. 

http://www.worldbank.org/en/topic/socialdevelopment/brief/social-accountability
http://www.worldbank.org/en/topic/socialdevelopment/brief/social-accountability
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En el diseño del Programa Nacional de Solidaridad (PRONASOL) esta 
función se suma a las muchas que se asignaron a los “Comités de Solidaridad”. 
Los Comités —de acuerdo al diseño— tenían responsabilidades en la 
decisión sobre los proyectos a realizar y posteriormente en la vigilancia 
de su ejecución. No hay documentación suficiente para saber qué tanto 
esta función se ejerció de manera sistemática y cuáles fueron sus efectos.

La CS es reconocida legalmente por primera vez en 2003 al ser aprobada 
la Ley General de Desarrollo Social (LGDS). En esa Ley se establece una 
definición estrecha, sin efectos vinculantes y sin asignar responsabilidades 
específicas para promoverla y procesar su acción. 

El art. 69 de la LGDS la define así: “Se reconoce a la Contraloría Social 
como el mecanismo de los beneficiarios, de manera organizada, para 
verificar el cumplimiento de las metas y la correcta aplicación de los 
recursos públicos asignados a los programas de desarrollo social.”

El art. 70 asigna la responsabilidad de impulsarla y facilitarle información 
al “Gobierno Federal” en su conjunto. 

Y el art. 71 establece cinco funciones para la CS: 

I.	 Solicitar información a los tres órdenes de gobierno para el 
desempeño de sus funciones.

II.	 Vigilar el ejercicio de los recursos públicos y la aplicación de los 
programas conforme a la legislación y las reglas de operación.

III.	 Emitir informes sobre el desempeño de los programas y la 
ejecución de los recursos públicos

IV.	 Atender e investigar quejas sobre la aplicación y ejecución de los 
programas

V.	 Presentar ante la autoridad competente quejas y denuncias que 
puedan dar lugar al fincamiento de responsabilidades civiles o 
penales. 

Esta visión es estrecha porque acota el ejercicio de la CS únicamente a los 
beneficiarios de los programas.

No define responsabilidades específicas al asignar la responsabilidad en 
general al “Gobierno Federal”. En la práctica, por una decisión administrativa 
inercial, que no está expresamente establecida en la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal y que no fue establecida en la LGDS, la 
Secretaría de la Función Pública (SFP) asumió la rectoría de la CS. 
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Desde la SFP se establecieron lineamientos y se trató de promover 
este mecanismo. Esta adscripción propició una visión burocrática y de 
cumplimiento formal, con lo cual la CS queda atrapada y pierde su objetivo 
e identidad específica para quedar subordinada a la visión formalista que 
ha permeado a la SFP (y los órganos internos de control) en años recientes.2

La LGDS tampoco establece la forma en que la CS puede ejercer 
funciones de vigilancia o de coadyuvancia para fincar responsabilidades 
administrativas o penales. En la práctica esas funciones, establecidas en 
las fracciones IV y V del art 71 quedan a la deriva y sin efecto práctico. 

En la práctica cada unidad responsable de programa incluyó diversas 
formas de CS en sus reglas de operación y las vinculó al órgano interno 
de control (OIC), y por esa vía a la SFP. 

El problema de fondo, estructural, es que el impulso a la CS depende 
directamente de los ejecutores de los programas sociales. El personal de 
campo de los programas tiene esa como una más de sus tareas. Según 
este modelo, los sujetos “vigilados” son responsables de impulsar la CS, 
aunque en la norma el “punto final” del proceso es independiente. Pero se 
ubica en lejanos escritorios y computadoras en la Ciudad de México. Así 
es como se justifica y explica porque las instancias de la CS dependen de 
una instancia externa, como los OIC. 

Según este modelo, en la práctica los potenciales responsables de posibles 
situaciones de abuso y corrupción son quienes deben crear las instancias 
de CS. El mismo personal que aplica el programa debe capacitar a los 
integrantes de las instancias de CS y facilitarles las herramientas necesarias 
para el desempeño de su función. El resultado es previsible. Por algo 
desde hace siglos se sabe que “no se puede ser juez y parte.” 

Además, el problema es doble. El personal operativo de los programas 
—aunque quisiera hacerlo— esta rebasado de tareas y con recursos y 
tiempos escasos para cumplir metas, por lo que no tiene ni la posibilidad 
ni el interés de dedicar mayor atención a esta tarea y en los mejores casos 
se conforma con cumplir lo mínimo establecido en las reglas de operación. 

Por su parte, en el punto final de la cadena, la instancia independiente y 
dedicada a labores de vigilancia y control, tiene aún mayores problemas 
de diseño y operación. Los “OIC” quedaron cada vez más atrapados en 
una dinámica de cumplimiento formal de normas en su mayoría vacías y 
sin sentido, llenas de excepciones y espacios de discrecionalidad. 

2	 Los más recientes lineamientos y documentos de la CS se pueden encontrar en el sitio generado 
por la SFP en el portal del gobierno federal en http://www.gob.mx/sfp/documentos/esquemas-de-
contraloria-social 

http://www.gob.mx/sfp/documentos/esquemas-de-contraloria-social
http://www.gob.mx/sfp/documentos/esquemas-de-contraloria-social
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En síntesis, hasta ahora la CS “oficialmente” reconocida y promovida ha sido 
un requisito y una tarea más que forma parte del ciclo de operación de los 
programas cuando las reglas de operación de los programas así lo establecen. 
Es un “mecanismo” sin independencia, con bajísima capacidad operativa y 
dependiente totalmente de la entidad y hasta de las personas a ser vigiladas. 

Se dice que la CS incluye otras medidas formales que no dependen 
directamente de los ejecutores y responsables operativos de los programas 
como los “buzones” y las líneas telefónicas sin costo (01–800). Estas 
son medidas aisladas de bajo impacto, que dependen de la difusión de 
información y sobretodo de la generación de capacidades hacia el conjunto 
de la población usuaria, beneficiaria o potencialmente beneficiaria de 
los programas. Pese a la intención, en la práctica no hacen demasiada 
diferencia, como se muestra en los resultados de su operación. 

2.	 Compartiendo experiencias desde ambos lados”. La 
vigilancia sobre el gobierno desde la sociedad civil y 
desde el gobierno

La CS más efectiva en la práctica ha sido promovida desde la sociedad 
civil organizada. Los principales ejercicios de vigilancia sobre los recursos 
públicos y su aplicación en programas sociales han estado a cargo del 
periodismo de investigación y de organizaciones civiles vinculadas a la 
agenda de transparencia y rendición de cuentas. 

Hay experiencias exitosas que constituyen la excepción que confirma 
la regla, como el mecanismo de supervisión ciudadana diseñado por 
Transparencia Mexicana y el IMSS para supervisar las medidas de 
seguridad de las guarderías, como resultado de la tragedia de la Guardería 
ABC en Hermosillo, Sonora.

También hubo un intento de amplia escala en la Secretaría de Salud 
de promover la mejora de la calidad de los servicios públicos con un 
mecanismo de CS: el “Aval Ciudadano”. Desafortunadamente con el 
paso del tiempo, al quedar desconectado de la cadena de mando en las 
decisiones, el Aval Ciudadano perdió su potencial para la mejora de los 
servicios y para ofrecer vías ágiles para corregir fallas de atención. Hoy 
en la mayoría de los casos, es un requisito más que carece de relevancia e 
incidencia en la prestación de los servicios de salud.

Seguramente existen varias experiencias promisorias más, que son eso: 
experiencias aisladas. Las que han surgido por impulso de las autoridades 
han tenido un alcance limitado y son experiencias específicas, acotadas en 
el tiempo, en el objeto vigilado y en el alcance de su vigilancia.
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Para extraer lecciones y reflexiones, comparto mi experiencia personal en 
dos campos: desde la sociedad civil y desde el gobierno. 

En la sociedad civil, una de las acciones pioneras de vigilancia del 
gobierno, que no corresponde al campo de los programas sociales aunque 
lo toca en una de sus dimensiones, es la observación electoral. Creo que 
ofrece lecciones que vale la pena considerar para una etapa de arranque 
de un nuevo modelo de CS. 

Y desde mi experiencia en el gobierno, reviso los mecanismos de blindaje 
incluidos en el diseño del Programa Progresa/Oportunidades y lo 
aprendido en las jornadas por la transparencia para empoderar a las 
titulares en la defensa de sus derechos. 

Los aprendizajes de la experiencia de la observación electoral 

La observación electoral surge en los 90 como una acción práctica de 
la sociedad civil para vigilar el cumplimiento de las normas y criterios 
necesarios para la realización de elecciones limpias. 

La observación electoral tiene un punto de contacto con la CS sobre 
programas sociales cuando se enfoca a vigilar el potencial uso electoral 
de los programas y las diversas formas de “compra y coacción del voto” 
relacionadas con los programas gubernamentales. 

En la observación del proceso electoral de 1994, desde Alianza Cívica 
aprendimos el valor de la generación de instrumentos de recolección de 
información y datos basados en un enfoque “estratégico” y no puramente 
formal del proceso electoral, así como la importancia de alinear 
metodologías e instrumentos con objetivos y análisis del contexto para 
entender los “factores de riesgo”.  

Mientras los expertos y consultores contratados por el PNUD pretendían 
generar los manuales de observación siguiendo el cumplimiento formal de 
cada uno de los pasos previstos en el código electoral, el equipo técnico de 
Alianza Cívica con 3 años de experiencia en más de 20 procesos electorales 
en todo el país, concentraba la observación en los puntos álgidos y clave 
que afectaban la calidad del proceso electoral. 

Mientras la mayoría de las organizaciones de observación siguiendo la 
visión formal se concentraban únicamente en vigilar la jornada electoral 
y lo que sucedía en las casillas, Alianza Cívica generó metodologías e 
instrumentos para vigilar aspectos previos que resultaron clave para 
comprender e interpretar lo sucedido en la elección de 1994. 
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Entre ellas resultaron altamente efectivas la metodología usada para 
medir el comportamiento de los medios de comunicación y valorar su 
apego a principios de equidad, el proyecto de vigilancia sobre el padrón 
electoral y las herramientas de detección de prácticas de compra y 
coacción del voto realizadas días antes de la elección. 

La información estratégica más importante y con mayor impacto resultó 
de una decisión aventurada con alto riesgo operativo. La coordinación de 
Alianza Cívica decidió incluir el reporte de algunos datos sobre calidad 
de la jornada electoral en el procedimiento del “conteo rápido” que daría 
resultados de la votación en la misma noche de la elección.

Alianza Cívica “se la jugó” porque esto implicaba alargar más del doble el 
tiempo de transmisión y de captura de datos necesarios para tener el “conteo 
rápido”. Al alargar el tiempo, (más que duplicar el tiempo de transmisión 
y por ende de captura) se ponía en riesgo el principio básico de un conteo 
rápido que es ofrecer resultados confiables unas horas después de cerradas 
las casillas. Esta decisión se tomó con plena conciencia de riesgos en todos 
los sentidos y por supuesto contra todas las recomendaciones de los expertos 
externos que proponían concentrarse únicamente en los votos.

Al final el resultado fue altamente satisfactorio. Alianza Cívica pudo 
cumplir su objetivo, la noche de la elección, a tiempo, dio a conocer los 
resultados de su conteo rápido que mostraban el triunfo del candidato 
Ernesto Zedillo. Y en el mismo momento pudo ofrecer datos que 
demostraban que “la calidad de la elección estaba en cuestión”. Con datos 
duros recibidos simultáneamente con los resultados de la votación, Alianza 
Cívica pudo demostrar que se habían presentado altas incidencias de 
violación al secreto al voto y presiones en las casillas, así como problemas 
en el padrón con votantes que no aparecían y no pudieron votar.3 

Pocas semanas después, con las guías completas capturadas, esta 
explicación se pudo ampliar y sustentar para ofrecer un balance que 
finalmente resultó una de las más completas y claras explicaciones sobre 
lo sucedido en la elección de 1994. 

En las zonas urbanas la elección transcurrió sin mayores contratiempos 
(salvo el enojo de quienes no pudieron votar cuando se agotaron las 
boletas en las casillas especiales). Esta fue la “elección” atestiguada por 
observadores internacionales, corresponsales extranjeros y medios de 
comunicación, que reportaron una elección limpia y tranquila. 

3	 El texto del reporte presentado por Alianza Cívica en la noche de la elección el 21 de agosto de 1994, 
está disponible en la compilación realizada por Sergio Aguayo: “La transición en México. Historia 
documental 1910 – 2010”. 



La participación ciudadana en el combate a la corrupción. Apuntes  
para una contraloría social “ciudadanizada”

47

Sin embargo, en las zonas rurales, se vivió un operativo masivo de compra y 
coacción del voto, que se expresó el día de la votación en violación del secreto 
al voto y presiones a los votantes en las casillas, en proporciones muy altas.4

La explicación sobre las “dos elecciones” de muy diferente calidad, 
realizadas en contextos distintos, aunada a la demostración factual de la 
evidente inequidad en los medios de comunicación y las pruebas ofrecidas 
sobre el despliegue de operativos políticos para presionar votantes en 
los días previos a la elección (atestiguados por los observadores rurales 
enviados con días de anticipación a las comunidades), generaron la 
evidencia para presionar por una reforma electoral de gran calado. 

Al final este ejercicio de observación fue uno de los factores que 
contribuyó a abrir un escenario que parecía imposible: la autonomía del 
IFE respecto al gobierno y la creación del IFE ciudadanizado que organizó 
las elecciones de 1997 y 2000.5

Esta larga historia viene al caso porque ilustra bien en qué consiste la 
contraloría ciudadana (CS) sobre las acciones de gobierno. Y no se 
olvide que en 1994 el IFE era una instancia de gobierno. El Consejo lo 
presidía el Secretario de Gobernación y cada distrito estaba operado por 
la estructura electoral de esa Secretaría. Para todo efecto práctico el IFE de 
1994 funcionaba como un “órgano” desconcentrado de la SEGOB. 

En primer lugar la experiencia brevemente relatada muestra que la 
CS no es una acción promovida por los responsables a ser vigilados. 
La independencia y la autonomía –real- son indispensables para su 
funcionamiento.

La CS tampoco es un acto de revisión del cumplimiento riguroso de todas 
y cada una de las formalidades previstas en una normatividad que en 
muchos casos además abre amplios espacios de discrecionalidad. La clave 
es vigilar los factores de mayor riesgo, los “puntos álgidos”, los aspectos 
de mayor debilidad y que afectan sustancialmente la calidad del proceso 
y su resultado final. Las metodologías y los instrumentos de recolección 
de información requieren enfoque estratégico. 

4	 Alianza Cívica. Informe final sobre la Jornada Electoral. Septiembre 19, 1994. Publicado 
originalmente como “Perfil” en La Jornada del 20 de septiembre de 1994. Se puede consultar también 
en el libro citado de Sergio Aguayo “La transición en México. Historia documental 1910-2010”. 
También se encuentra incluido en el libro coordinado por Daniel Cazés y Enrique Calderón Alzati 
“Las Elecciones Presidenciales de 1994”. 1995, La Jornada, pp. 

5	 Una reseña muy completa del proyecto realizado por Alianza Cívica en 1994 se encuentra en el 
libro Reygadas Robles Gil, Rafael. Abriendo Veredas. Iniciativas públicas y sociales de las redes 
de organizaciones civiles. 1998. Convergencia de Organismos Civiles por la Democracia. 619 p. 
El capítulo correspondiente se puede consultar en http://vinculando.org/sociedadcivil/abriendo_
veredas/45_alianza_civica_1994.html 
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Y finalmente la CS tampoco es un reporte a ser entregado para ser 
archivado y cumplir con un requisito. El objetivo no es administrativo ni 
sancionador, se trata de promover la mejora de los procesos y para ello 
la “oportunidad” en el tiempo es relevante. La CS logra por un lado un 
efecto disuasivo y preventivo de abusos y violaciones graves a derechos 
de las personas beneficiarias o usuarias. Por otra parte, mediante la 
documentación de problemas a ser resueltos, presiona a los responsables 
para realizar las acciones correctivas que eviten las situaciones o contextos 
que permiten el abuso (la “no repetición” que es clave en la defensa de 
derechos humanos). 

La experiencia de la primera oleada de observación electoral durante 
los 90s —que puede ser modelo de la primera oleada de una CS 
ciudadanizada— tiene tres rasgos esenciales e indispensables: autonomía 
del sujeto vigilado; enfoque estratégico a los puntos “débiles” o los 
aspectos clave, aquellos que han sido señalados como la forma de violar 
la norma o las formas de abusos y corrupción; y la intención de promover 
cambios y promover mejoras para futuros procesos. 

La experiencia del otro lado de la barrera: ¿cómo evitar el uso 
político del Programa Oportunidades?

La segunda experiencia que comparto fue realizada desde el gobierno. 
Tuve el honor de ingresar al servicio público en enero de 2001. Primero 
como titular del Instituto Nacional de Desarrollo Social que tiene a su 
cargo el Programa de Coinversión Social que apoya los proyectos de 
organizaciones de la sociedad civil. Posteriormente a partir de agosto de 
2001 asumí la Coordinación Nacional del Programa de Educación, Salud 
y Alimentación (PROGRESA), que en marzo de 2002 se transformó en el 
Programa de Desarrollo Humano Oportunidades.

Progresa / Oportunidades es el principal programa de desarrollo 
social del gobierno federal destinado a hogares en pobreza extrema. 
Su objetivo es romper la transmisión intergeneracional de la pobreza 
mediante acciones coordinadas de alimentación, salud y educación para 
el desarrollo de capital humano. 

El Programa Oportunidades pasó de 2.4 millones de hogares en 2000 
a 5 millones de hogares a partir de 2004. Actualmente —transformado 
ya en Prospera, Programa de Inclusión Social— tiene una cobertura 
de 6.1 millones de familias en el esquema con corresponsabilidades y 
apoyo de becas, más otras 600 mil que reciben transferencias básicas sin 
corresponsabilidades y sin becas.
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Entre 2001 y 2004 el programa realizó su expansión nacional para llegar al 
100% de los municipios, incluyendo todas las ciudades, incluso las zonas 
metropolitanas. En ese periodo se incrementaron los apoyos al incluir 
las becas para estudiantes de educación media superior y un incentivo 
especial para becarias (os) que concluyeran ese nivel educativo (Jóvenes 
con Oportunidades). 

El programa tiene un gran reconocimiento internacional por haber 
innovado en muchos aspectos. En especial, se le reconoce por contar desde 
el inicio con un modelo de evaluación externa de impacto. La evaluación 
del Progresa / Oportunidades aplica metodologías científicas rigurosas 
para medir impactos y constituye hasta ahora una referencia ejemplar en 
la comunidad internacional de expertos en evaluación. 

La evaluación externa permitió conocer una amplia gama de resultados 
positivos del programa en su focalización a hogares en extrema pobreza, 
en mejoras nutricionales durante la primera infancia, en mejora de la 
dieta alimenticia, en impactos en mejora de salud y reducción de días de 
enfermedades, y especialmente en la mejora de la permanencia y avance de 
adolescentes y jóvenes hacia la secundaria y la educación media superior.6

La evaluación también permitió medir que no había efectos adversos en 
dependencia o inhibir el trabajo o la búsqueda de mayores ingresos, en el 
adecuado uso de los recursos en el hogar, tampoco se incrementa el consumo 
de alcohol o tabaco, y no hay incremento en la violencia en el hogar. En 
cambio tiene efectos positivos a favor de las mujeres, en mejoramientos de 
vivienda e incluso en la disposición de realizar pequeñas inversiones para 
la generación de ingresos.

Progresa / Oportunidades tiene un diseño muy cuidado para garantizar 
su transparencia y funcionamiento adecuado. Pero no puede estar ajeno 
a la cultura política predominante en nuestro país y las diferentes formas 
de abuso sobre las personas con menos recursos, menos poder y más 
necesidades. Por eso resultaba muy importante fortalecer su contraloría 
social y los sistemas de atención ciudadana y monitoreo en campo 
que permiten detectar situaciones de abuso y especialmente patrones 
de desviación que afectan su funcionamiento y violan derechos de las 
titulares o de sus familias.

6	 La primera compilación de resultados de evaluación correspondientes a la primera fase con 2 años 
de operación, se compilaron en el libro: Progresa. Más Oportunidades para las familias pobres. 
Evaluación de resultados del Programa de Educación, Salud y Alimentación. Primeros Avances 
1999. Un resumen apretado de los principales resultados de las evaluaciones externas de impacto, en 
versión muy sintética y de divulgación se puede consultar en el folleto “2012. Oportunidades. 15 años 
de resultados” consultado en http://docplayer.es/263814-Oportunidades-15-anos-de-resultados.html 
el 10 de diciembre de 2016.

http://docplayer.es/263814-Oportunidades-15-anos-de-resultados.html
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Los factores institucionales más sólidos que “blindan” al Programa 
protegen las áreas con mayor riesgo: el ingreso y selección de beneficiarias 
(¿quién puede ser incorporado al Programa y cómo?), la entrega de 
transferencias en efectivo, la aplicación de deducciones a las transferencias 
y la baja o salida del programa. Estas áreas constituyen los procesos 
sustantivos más cuidados del Programa. 

El ingreso y permanencia en el programa están basados en la aplicación 
de encuestas socioeconómicas en el hogar, que captan datos verificables. 

La entrega de transferencias es realizada de manera directa a través de 
instituciones liquidadoras bancarias (o con responsabilidad fiduciaria 
similar como Telecom que maneja los “giros”), sin intermediación de 
personal del programa y tampoco de los gobiernos estatales o municipales. 

La aplicación de deducciones en el monto de la transferencia bimestral 
está basada en reglas claras de cumplimiento de las corresponsabilidades 
en salud y educación.

Y la baja del programa se da únicamente por incumplimientos constantes 
y/o acumulados o por superar la condición de elegibilidad de acuerdo a 
la encuesta de características socioeconómicas.

Esto significa que la injerencia política y la labor de “gestores” no 
tienen espacio de maniobra en estos procesos que son determinantes 
para las titulares.

Además para fortalecer la contraloría social se crearon “Comités de 
Promoción Comunitaria” que sustituyeron a las “promotoras” como 
figura individual. 

De 2001 a 2006 se realizó una muy intensa labor de información, 
capacitación y difusión para el conjunto de las titulares y para los Comités. 

A partir de 2003 esta actividad se conoció como “Jornadas por la 
Transparencia”. El centro del mensaje fueron los derechos de las titulares 
y la mención explícita a evitar abusos y presiones políticas.7

El fortalecimiento del sistema de atención ciudadana también contribuyó 
a dar mayor certeza y a confrontar las pretensiones de uso político del 
programa y otras posibles formas de corrupción. 

7	 Los materiales de difusión producidos para estas Jornadas y actividades de difusión de los derechos 
de las titulares para su defensa frente a abusos y pretensiones de manipulación política se recogen 
en el libro “Oportunidades. Catálogo histórico de productos de comunicación (Periodo 2001-2006). 
SEDESOL. 2006, 326 pp. Incluye dos DVD con los videos institucionales. 
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El sistema de monitoreo y detección de problemas se completa con 
la aplicación del instrumentos de seguimiento mediante indicadores 
públicos y la aplicación de encuestas muestrales sobre el funcionamiento 
de las escuelas, los servicios de salud y la entrega de transferencias 
monetarias. Estas encuestas constituyen los “puntos centinela” que —
junto con los indicadores de seguimiento operativo (ISO)— alertan de 
posibles desviaciones o anomalías. 

El nuevo énfasis en promover mayor empoderamiento de las titulares 
frente a posibles situaciones de abuso ha sido documentado y analizado 
en profundidad por investigadores con amplia experiencia en la materia 
como Felipe Hevia y Jonathan Fox. En sus textos dan cuenta de los avances 
realizados de 2001 a 2006 así como las limitaciones propias de la experiencia 
generada desde el gobierno sin un correlato externo o autónomo.8

Esta experiencia desde el gobierno arroja dos importantes lecciones. Por 
una parte muestra la importancia de contar con voluntad política desde 
las autoridades más altas de los programas para llevar a la práctica un 
auténtico proceso de empoderamiento de la ciudadanía y de defensa de 
los derechos de las titulares. Sin esa voluntad, las acciones se prestan a la 
simulación y al cumplimiento burocrático de compromisos formales sin 
ningún efecto real sobre los procesos de ejecución de los programas. 

Por otra parte, queda la limitación de una contraloría social y mecanismos 
de participación ciudadana que dependen de la propia estructura de los 
programas a ser vigilados. Sin autonomía y sin vinculación con instancias 
ciudadanas las mejores intenciones de participación ciudadana no tienen 
como mantenerse y pueden ser gradualmente desmanteladas o debilitadas. 

Por eso resulta relevante establecer la vinculación entre la contraloría social 
y la instancia superior “ciudadanizada” del SNA como ya quedó establecido 
en la Ley. Con esta conclusión pasamos a la sección final del texto.

3.	 Componentes indispensables de una contraloría  
social efectiva

Para ofrecer algunas orientaciones a la nueva etapa de la CS vinculada 
al SNA termino con recomendaciones y criterios a considerar en tres 
dimensiones: orgánica, estratégica y funcional - instrumental. 

8	 Hevia, Felipe J (2011) Poder y ciudadanía en el combate a la pobreza. El caso de Progresa/
Oportunidades de México. Bruselas: Peter Lang Ed.  Fox, Jonathan. El acceso a la rendición de 
cuentas ¿Voces individuales o colectivas? Proyecto de Protección de Programas Sociales. PNUD. 
Junio 2007. Documento de trabajo, no. 10. Consultado en http://www.programassociales.org.mx/
biblioteca/Conference_Paper_No_10_Jonathan_Fox.pdf el 10 de diciembre de 2016. 

http://www.programassociales.org.mx/biblioteca/Conference_Paper_No_10_Jonathan_Fox.pdf
http://www.programassociales.org.mx/biblioteca/Conference_Paper_No_10_Jonathan_Fox.pdf
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Contraloría Social “ciudadanizada”

A nivel orgánico, la CS requiere autonomía para no depender de las 
estructuras a ser vigiladas y requiere tener un enfoque ciudadano de 
prevención y vigilancia estratégica y no una supervisión de cumplimiento 
burocrático de “normas” y procedimientos. 

Esto será posible, porque la CS ha sido incorporada como una de las 
atribuciones del Comité de Participación Ciudadana (CPC) del SNA. El 
CPC debe generar vinculación directa con la información generada por 
las instancias y mecanismos de CS y generar lineamientos para fortalecer 
la CS, darle consistencia y autonomía, valor a su información y sentido 
estratégico a su labor. 

El CPC es la instancia prevista por la Constitución para fortalecer la 
autonomía y la legitimidad del SNA. Está formada por 5 personas con 
gran prestigio y experiencia en la materia. Se espera que esta instancia 
ciudadana cumpla un rol similar a lo logrado con el primero Consejo 
“ciudadanizado” del IFE en 1995, o del primer grupo de comisionados 
del IFAI en 2002.

Uno de los integrantes del CPC presidirá el SNA que además estará 
conformado por la ASF, el INAI, la SFP y la Fiscalía especializada de 
la PGR, el Consejo de la Judicatura y el Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa. 

El CPC contará con una Secretaría Ejecutiva y con una estructura orgánica 
profesional para cumplir sus funciones. 

Entre las atribuciones del CPC se encuentra la siguiente:

“Proponer al Comité Coordinador mecanismos para facilitar el funcionamiento 
de las instancias de contraloría social existentes, así como para recibir 
directamente información generada por esas instancias y formas de participación 
ciudadana.”9

También se incluyen entre las atribuciones del CPC otras formas de 
fomento a la participación ciudadana y de las organizaciones de la 
sociedad civil en las tareas frente a la corrupción.

Esta nueva “adscripción” orgánica de la CS es un gran logro. Es 
posible por el nuevo diseño del SNA que contempla que una autoridad 
“ciudadanizada” forme parte del Sistema. El CPC debe generar 
lineamientos para generar empoderamiento ciudadano mediante 

9	 Fracción XVIII, del art. 21 de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción. 
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ejercicios de CS que prevengan actos de corrupción y abusos que afecten 
los derechos de los usuarios de servicios y programas gubernamentales. 
El CPC debe evaluar y vigilar el funcionamiento de la CS, además 
de recibir la información generada a través de “apps” y aplicaciones 
tecnológicas al alcance de la ciudadanía y en especial de las personas 
usuarias y/o beneficiarias de servicios y programas.

Enfoque estratégico 

La CS es una instancia y un mecanismo de participación ciudadana, no 
sustituye ni reproduce la contraloría administrativo ni las auditorías, 
las complementa. Debe estar centrada en sus ventajas comparativas: (i) 
focalizarse hacia servicios y programas prioritarios, (ii) vigilar los aspectos 
críticos de valor social para la ciudadanía y (iii) generar información 
directa desde el terreno.

Focalización de prioridades. La CS debe ser promovida en los programas 
y servicios de mayor valor y alcance para la ciudadanía. No debe ser una 
“obligación” generalizada a todas las entidades y dependencias de la APF 
ni a todos los programas y acciones. Su enfoque es a las prioridades de 
valor social para la ciudadanía. y no a supervisar el cumplimiento formal 
de un conjunto indiscriminado de normas. 

Vigilancia de aspectos críticos. La CS debe estar orientada a identificar 
abusos y violaciones a los aspectos más críticos de los programas y servicios 
más importantes para la ciudadanía: el cobro indebido, las presiones políticas, 
la falta o retraso en la atención (las listas de espera para cirugías o estudios 
médicos, las obras detenidas) la falta de insumos (como medicamentos en 
unidades de salud o libros en escuelas), entre muchas otras. 

La identificación de estos aspectos críticos en cada programa o servicio 
es una de las primeras acciones más relevantes para orientar el 
funcionamiento de la CS. La “lista” de aspectos críticos debe ser corta si 
se quieren generar instrumentos adecuados para ser manejados por la 
ciudadanía, incluyendo por personas de bajo nivel educativo. Por ningún 
motivo se debe pretender que la CS revise el conjunto de normas, ni todos 
los aspectos o pasos de los procesos y procedimientos, sino únicamente los 
más relevantes y valiosos para la ciudadanía y que pueden ser vigilados 
mediante procedimientos sencillos de observación y verificación empírica. 

Generación de información “desde el terreno”. La CS permite conocer “lo 
que está sucediendo” en el punto de “entrega” del servicio: en el centro de 
salud u hospital, en la escuela, en la obra en construcción, en la guardería, 
en el punto de entrega de transferencias monetarias. 
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La gran fortaleza de la CS es su contacto directo con los programas, los 
servicios y las obras a ser vigiladas. La CS no está formada por profesionales 
de contabilidad o normatividad gubernamental. Las herramientas de la CS 
deben permitir captar información empírica valiosa y relevante que puede 
ser observable únicamente desde el terreno. Es por lo tanto una instancia 
auxiliar y complementaria que no sustituye ni tampoco reproduce las 
auditorías y las diferentes formas de control de normatividad y legalidad 
que deben ser realizadas por otras instancias del SNA. 

Funcionamiento autónomo con instrumentos adecuados 

El diseño de los mecanismos y procesos de funcionamiento de la CS debe 
ser específico a cada programa o servicio. Siguiendo algunos criterios 
generales como los ya mencionados antes, sería importante no “copiar” 
ni pretender que un solo método, sistema o mecanismo funciona igual 
para todo tipo de programas o servicios. 

En el caso de la CS la especificidad es clave para realmente enfocarse en la 
vigilancia de aspectos críticos y en la generación de información valiosa 
que sólo puede obtenerse “desde el terreno”. 

El diseño de la CS en su funcionamiento y en sus instrumentos debe ser 
evaluada periódicamente al menos para contestar dos preguntas clave: ¿ha 
contribuido a generar información valiosa sobre los factores de riesgo? ¿Ha 
permitido prevenir o detectar casos de desviación, abuso o corrupción? 

El reto central para hacer funcionar la CS con el alcance y escala necesarios 
es que requiere funcionar con autonomía y al mismo tiempo requiere ser 
creada, informada, capacitada y dotada de los instrumentos adecuados 
para su labor por entidades de gobierno con capacidad operativa en 
terreno. La CS no puede surgir por generación espontanea y no hay “app” 
o software que sustituya la labor de convocar, explicar y formalizar las 
instancias de CS. 

Las entidades ejecutoras responsables de los programas y servicios, con 
su personal de campo, son indispensables para “echar a andar” y para 
“alimentar” a la CS. Como ha sido hasta ahora. No parece haber muchas 
otras opciones realistas. Si no se comprende el dilema generado por esta 
situación es imposible lograr un funcionamiento autónomo adecuado. 

Para enfrentar este reto es recomendable combinar diversas estrategias, 
de acuerdo al contexto y condiciones de operación de cada programa o 
servicio y de los instrumentos específicos a utilizar. Entre las estrategias 
más promisorias se ubican las siguientes:
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•	 Alianzas con OSC, Universidades y otras instancias externas con 
capacidad operativa en campo

•	 Generación de “apps” y soluciones tecnológicas que acerquen la 
información y el medio de contacto para la generación y entrega 
de reportes

•	 Involucramiento de autoridades municipales en apoyo a tareas de 
la CS en algunos programas o servicios. 

•	 Supervisión estratégica desde instancias gubernamentales 
diferentes sobre las acciones de promoción de la CS por parte del 
personal operativo de los servicios o programas.

Alianzas con OSC, Universidades y otras instancias externas. La 
participación de entidades externas a los programas, como Universidades 
y organizaciones de la sociedad civil es clave en las primeras etapas. 

En particular, serán muy relevantes para experimentar el diseño y 
aplicación de metodologías e instrumentos de amplio impacto, para 
asumir una función de supervisión y vigilancia del personal operativo 
que deba crear y capacitar a los grupos de CS, o incluso para identificar o 
confirmar las hipótesis sobre los principales factores de riesgo para fijar 
las prioridades de la CS.

Las entidades externas como OSC o Universidades también podrían 
participar en la indagación ulterior o “de segunda instancia” de quejas o 
denuncias graves o que supongan un posible patrón de riesgo en algún 
programa o servicio. Para ello, sería muy importante que actúen bajo 
un protocolo que permita llevar el caso a sus consecuencias últimas 
en términos de sanción, así como la identificación de los posibles 
mecanismos de corrección y prevención más estructural y sistémica 
para futuras situaciones.

Generación de “apps” y soluciones tecnológicas. Las nuevas tecnologías 
abren una amplia posibilidad de difusión de la información de doble vía. 
En especial para ofrecer medios de queja y denuncia para la población, 
aún en las zonas de mayor marginación. La exploración de los diversos 
medios y su potencial a través de aplicaciones accesibles en teléfonos 
inteligentes y tabletas (así como en computadoras), presenta una gama de 
opciones al alcance de todos. Esta línea de fortalecimiento y promoción 
de la CS es muy promisoria.

Las apps y formas de comunicación mediante las nuevas TIC pueden ser 
muy relevantes para detectar patrones y situaciones de riesgo a priorizar. 
También para difundir información.
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El tema clave a resolver antes de cantar victoria es la capacidad de 
respuesta una vez recibidas las quejas. Al final todo proceso de CS requiere 
garantizar una respuesta efectiva y ágil, una solución real ante las quejas 
y denuncias que se presenten. La tecnología por sí misma no resuelve esta 
parte “dura” y lenta del proceso, que requiere la intervención humana y 
los procedimientos rigurosos del debido proceso. 

Si no hay una solución ante las situaciones que presuntamente violan 
la normatividad, las expectativas generadas por las innovaciones 
tecnológicas pueden resultar contraproducentes y las promesas de 
quienes promueven soluciones tecnológicas pueden ser un engaño más 
—ajeno a la voluntad de los desarrolladores— en el largo camino de las 
quimeras construidas para no resolver los problemas de fondo. 

La combinación entre la participación de una entidad externa y una 
solución tecnológica puede resultar muy afortunada para extraer lo mejor 
y corregir las limitaciones de ambas opciones (especialmente “escala” vs 
profundidad). 

Involucramiento de autoridades municipales. El funcionamiento de la 
CS también podría probar —en algunos casos— como los servicios de 
salud o de educación el involucramiento de autoridades municipales, 
para mantener algún contacto de manera más cercana y directa con la 
escala adecuada. 

Por supuesto esta participación requiere protocolos y reglas claras para 
evitar la politización o desviación del objetivo central de la CS que desvirtúe 
su naturaleza como instancia de participación ciudadana autónoma. 

Esto puede lograrse con reglas claras y con mecanismos de supervisión 
estratégica, así como con la difusión de los principios básicos de la CS 
que eviten la confusión o la pretensión de obtener ventaja política por 
esta labor.

Debe cuidarse que la participación de autoridades municipales se realiza 
en fortalecimiento de la CS y no en su sustitución o representación. El 
riesgo de empoderamiento de a la autoridad municipal en lugar del 
empoderamiento ciudadano será permanente y habrá que prevenirlo, 
medirlo, evitarlo y contrarrestarlo si se presenta.

Supervisión estratégica desde instancias gubernamentales. Las 
instancias gubernamentales externas a la operación de los programas, 
que incluso pueden corresponder a un ámbito distinto de gobierno: 
del gobierno federal sobre programas y servicios de ejecución 
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descentralizada a los estados como el caso de salud y educación, o desde 
los gobiernos estatales sobre los programas de ejecución centralizada 
como Prospera, pueden asumir una función de supervisión estratégica 
sobre el funcionamiento de la CS. 

Esta función es distinta a la que realizan las instancias de contraloría en 
“colaboración” con las instancias federales. Y va mucho más allá que 
un acto formal. Requiere una reformulación a fondo para que más bien 
asuman una función de supervisión estratégica que permita revisar y 
evaluar el funcionamiento de la CS para identificar posibles acciones 
correctivas o mejoras a su funcionamiento. En particular se centra en 
supervisar la forma en que el personal de campo de los programas crea, 
informa y ofrece instrumentos a las instancias de CS.



EL CONTROL DE LA 
ADMINISTRACIÓN 

PÚBLICA EN LA ERA 
DIGITAL

1	 Este es un extracto del artículo publicado en la obra: Oliveira, 
Aroldo Ceraz de (Coord.). El control de la administración pública en 
la era digital. Traducción de Ana Helena Barbosa de Oliveira et al. 
Belo Horizonte: Fórum, 2017, p. 15-43.

Aroldo Cedraz de Oliveira
Ministro del Tribunal de Cuentas de Brasil

El artículo que se resume a continuación se 
encuentra publicado en la obra El control de la 
Administración Pública en la era digital 1 y presenta 
el estado actual de los procesos tecnológicos que 
permitirán tener un control adecuado de los datos 
a los que tendrá acceso la ciudadanía y avanzar 
hacia la mejora de la gobernanza, estableciendo 
condiciones que garanticen la aplicación de los 
recursos estatales de manera más transparente, 
eficaz, eficiente y oportuna a las necesidades 
de una población cada vez más involucrada en 
el accionar gubernamental y demandante de 
resultados. Con esta obra se espera despertar la 
atención de todos con relación al potencial de la 
tecnología de la información para revolucionar 
el control y la gestión, en Brasil y en el Mundo, 
estableciendo así los fundamentos para la 
transformación de la auditoría pública, en las 
próximas décadas, en un potente instrumento 
para la mejora del funcionamiento del Estado y 
para el verdadero control social.
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profesor universitario. Fue presidente de la Organización 
Latinoamericana y del Caribe de Entidades de Fiscalización 
Superior (OLACEFS) de enero del 2015 a enero del 2017.
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Prefacio 

Es para mí2 un honor haber sido invitado por el Ministro Aroldo Cedraz de 
Oliveira, Presidente del Tribunal de Cuentas de la Unión de la República 
Federativa del Brasil, y coordinador de esta obra, a proponer, a manera 
de prefacio, algunas reflexiones en torno a la trascendencia que tiene la 
fiscalización superior en la administración pública contemporánea, así 
como los retos que representa la presencia creciente de las tecnologías de 
la comunicación en la gestión gubernamental.

Creo que el título de la obra, El control de la administración pública en la era digital 
es por demás afortunado: vivimos en una nueva época, cualitativamente 
distinta, caracterizada por la preeminencia de las herramientas digitales en 
prácticamente todos los órdenes de la vida social.

Lo más interesante de este nuevo escenario es que coincide con el ascenso 
de la conciencia ciudadana respecto a la necesidad de conocer el destino 
de los recursos que pone en manos del aparato administrativo y de exigir 
una oportuna y detallada rendición de cuentas.

Creo que no podemos separar ambos fenómenos: por una parte, la 
disponibilidad de información y las posibilidades de acceso a una 
gama muy amplia de usuarios han alcanzado niveles inéditos; por 
la otra, la existencia de herramientas informáticas como Internet, así 
como procesadores e interfaces cada vez más potentes, han facilitado la 
manipulación de este enorme y diverso conjunto de datos, lo cual ha sido 
de gran utilidad para distintos actores políticos y sociales, ya sea para 
sustentar sus puntos de vista o bien para realizar inferencias sobre los 
temas de su interés.

Hoy por hoy, tanto la apertura democrática como el empoderamiento de 
la sociedad permiten a países como los nuestros avanzar hacia la mejora 
de la gobernanza y al establecimiento de condiciones que garanticen la 
aplicación de los recursos estatales de manera más transparente, eficaz, 
eficiente y oportuna a las necesidades de una población cada vez más 
involucrada en el accionar gubernamental y demandante de resultados.

Este es el contexto en el que la fiscalización superior se mueve actualmente, 
y es aquí, precisamente, en donde debe materializarse su aportación al 
establecimiento de un gobierno de mejor calidad, así como coadyuvar 
a la lucha en contra de la corrupción y de prácticas inerciales, opacas, 
discrecionales y dispendiosas del bien público.

2	 Prefacio del libro El control de la administración pública en la era digital, escrito por CPC Juan 
Manuel Portal Martínez, Auditor Superior de la Federación de México.
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Quienes tienen bajo su responsabilidad la conducción de auditorías 
reconocen que se trata de una actividad muy noble en la medida en que 
les brinda la posibilidad de ejercer su vocación de servicio a la ciudadanía, 
asumir la defensa de los intereses de la mayoría y obtener respuestas 
basadas en información empírica, objetiva, y confiable sobre la realidad 
del desempeño del gobierno.

El desprestigio que ha adquirido lo público en la percepción de 
distintos grupos sociales de prácticamente la totalidad de la comunidad 
internacional, representa un duro reto a instituciones que tienen como 
objetivo la creación de confianza a través de su acción. La fiscalización 
superior es, por excelencia, una actividad generadora de credibilidad.

El objetivo primordial que se busca a través de la gestión de las entidades 
fiscalizadoras es auditar más, en menos tiempo, y con la garantía de que 
se cumplen con principios cardinales de las revisiones a las acciones de 
gobierno: la rigurosidad, la objetividad y la imparcialidad.

Las expectativas de la ciudadanía, en este sentido, se podrán ver satisfechas 
en la medida en que los entes auditores se alleguen de las capacidades 
técnicas y profesionales necesarias, pero también de las herramientas y 
los recursos informáticos que les permitan manejar crecientes volúmenes 
de información y obtener los datos necesarios para llevar a cabo su labor.

La dinámica de modernización continua del aparato gubernamental ha 
animado la incorporación de más y mejores instrumentos tecnológicos 
que faciliten y maximicen su capacidad auditora.

La aplicación de la informática, el desarrollo de software especializado, la 
integración de bases de datos y el diseño de plataformas interactivas de 
acceso libre vinculadas a la auditoría gubernamental, representan tareas 
que no admiten demora.

No debemos hacer a un lado la importancia que tienen estos recursos en 
los procesos de planeación y programación de auditorías; dado el enorme 
y creciente universo de potenciales revisiones en un Estado moderno, 
es preciso que la autoridad fiscalizadora cuente con metodologías 
que permitan el análisis de estos volúmenes de datos y la definición 
sistemática de criterios para determinar la priorización de los objetos 
sujetos a fiscalización.

Adicionalmente, el entorno actual de aceleración de las innovaciones en 
materia tecnológica representa un reto para cualquier organización. Cada 
día se crean, difunden y adoptan nuevas prácticas de gestión que buscan 
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incrementar la productividad de las instituciones públicas y privadas, por 
lo cual resulta vital el estar al día con estas tendencias.

Los distintos apartados de esta magna obra muestran al lector algunos 
de los aspectos más relevantes de la actividad fiscalizadora. En ellos 
se mezclan conceptos clave para entender cuáles son las bases de 
la administración pública moderna: los cambios operados a nivel 
gubernamental en las últimas décadas, la participación de la ciudadanía 
en las tareas de control, la definición de una visión estratégica que tenga 
como fin el buen gobierno, la transparencia, el enfoque a resultados y 
el análisis del desempeño, la aplicación de tecnologías a los procesos de 
auditoría y la lucha contra la corrupción.

Mi país, con una arquitectura constitucional equivalente a la del Estado 
brasileño, enfrenta retos de similar naturaleza a los abordados en esta 
valiosa colección de artículos. Considero que podemos aprender mucho de 
la experiencia del Tribunal de Cuentas de la Unión, y valoro la oportunidad 
de continuar acrecentando los nexos de amistad y cooperación que unen 
a ambas Repúblicas.

La transformación de la Administración Pública

No cabe duda que la tecnología puede traer ganancias enormes de 
eficiencia y agilidad para los engranes internos del Estado; sin embargo, es 
fundamental que se conciba al ciudadano como el principal beneficiario y 
la verdadera razón de ser de la transformación digital del sector público. 

En este sentido, la gestión de la información es un tema fundamental 
que debe tomarse en cuenta. Actualmente no hay motivos para que las 
organizaciones mantengan registros redundantes, a veces inconsistentes 
cuando al compartir e integrar las bases de datos en el ámbito estatal se 
puede aumentar la confiabilidad de sistemas, reducir costos y simplificar 
la vida de la población. Después de todo, ¿qué sentido tiene exigir que el 
individuo acceda al sitio de un órgano público por la Internet para obtener 
un certificado, imprimir una copia e entregarla en otro departamento del 
propio gobierno?

Cuanto mayores sean las posibilidades de acceso a los innumerables 
repositorios mantenidos por diferentes órganos, más sofisticados y 
eficientes podrán ser los algoritmos concebidos para apoyar a gestores y 
servidores en el desempeño de sus tareas, en beneficio de la sociedad. Ese 
flujo ampliado de información, por lo tanto, es esencial para que tengamos 
no solamente una atención adecuada a las necesidades del ciudadano, 
sino también mejoras efectivas en programas y políticas públicas, a 
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partir de decisiones tomadas con base en análisis sistemáticos de datos 
estructurados y no estructurados.

Es igualmente importante que esos datos sean publicados de manera 
abierta, en formatos legibles por computadora y conectados entre sí por 
medio de descriptores bien definidos, excepto en los pocos casos en que 
eso no sea posible por cuestiones de confidencialidad. Sólo así, personas 
y empresas, fuera del gobierno, podrán acceder a la información y 
conocimiento y utilizarlos para evaluar el desempeño de la Administración 
o incluso para construir nuevas aplicaciones, dirigidas a las demandas de 
la propia sociedad.

Al ser este el punto de partida, resulta necesario acelerar el proceso de 
transformación del Estado, por medio de acciones efectivas y, sobre todo, 
orquestadas de modo sincronizado para promover avances consistentes 
en todo este proceso. En este sentido, la experiencia del Reino Unido, 
consagrado como nuevo líder del ranking mundial del gobierno digital 
(ONU, 2016) es muy interesante ya que creó una agencia específica para 
lograr propósitos claros y coordinación técnica competente en el manejo de 
la información, siendo estos instrumentos fundamentales para propiciar 
mejoras concretas en la interacción entre el ciudadano y el sector público.

Cabe recordar que los estudiosos de la Administración Pública reconocen 
de manera unánime, la importancia del liderazgo para el éxito de 
cambios organizacionales. Cuanto mayor sea el alcance y la profundidad, 
más crítico será el papel del líder. De esa manera, considerando que la 
transformación esperada involucra aspectos humanos, tecnológicos y 
culturales con impactos potenciales en las relaciones políticas y de poder, 
esa cuestión no puede ser menospreciada.
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En complemento a los factores ya enumerados, hay tres premisas fundamentales 
para el éxito de esta iniciativa: innovación, cooperación y enfoque en el ciudadano.

Figura 1 – Actores y fundamentos de la transformación digital

En primer lugar, se debe reconocer que la era digital trae desafíos para 
los cuales las soluciones tradicionales ya no se aplican. Por lo tanto, es 
necesario que haya apertura para la experimentación responsable, de 
manera que los fracasos eventuales sean vistos como pasos intermedios 
en la búsqueda del éxito. Una vez más, sirve como inspiración el Reino 
Unido, que hace más de una década publicaba estudios reconociendo la 
innovación como actividad esencial para dar seguimiento a la evolución 
de las demandas de la sociedad y asegurar su atención de manera efectiva 
y eficiente (Mulgan; Albury, 2003).

Además de ello, también es necesario admitir que no siempre un gobierno 
será capaz de encontrar las mejores respuestas y hacerlo en un tiempo 
razonable. Por consiguiente, es imperativo transponer las barreras de la 
burocracia para establecer alianzas efectivas entre las diversas instituciones 
del Estado, la iniciativa privada, la academia y el tercer sector. Sólo así 
serán creadas las condiciones para aprovechar al máximo el conocimiento 
disponible y acortar el camino hasta los objetivos establecidos.

Como tercera premisa, es esencial colocar al ciudadano en el centro del 
proceso, como agente responsable de la construcción de soluciones que 
cumplan plenamente con sus aspiraciones. Es decir, se trata de promover 
la “coparticipación”, práctica innovadora que puede ser definida en los 
siguientes términos:

Se
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Ciudadano

Inovación Cooperación
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La “coparticipación” surge como evolución de la participación social y 
consiste en la construcción de relaciones abiertas y directas entre gobierno, 
sector privado y ciudadano, teniendo como base la colaboración mutua y 
el compartir de manera efectiva datos, recursos y responsabilidades entre 
todos los actores involucrados en el proceso.

En este contexto, la modernización tecnológica surge como el elemento de 
enlace que se impregna en todos los demás. Al mismo tiempo que facilita el 
test de ideas, por medio de nuevas arquitecturas de software y de fabricación 
por impresoras 3D, torna viable la relación directa entre entidades públicas 
privadas, sin barreras geográficas o temporales, y ofrece recursos cada 
vez más poderosos para que sea posible, finalmente, sustituir formularios 
y sellos por servicios digitales, móviles e integrados que transformen la 
experiencia del ciudadano en su interacción con el Estado.

Finalmente, se puede decir que la transformación digital que se espera 
no será completa sin la evolución del derecho administrativo, ya que 
el sistema jurídico brasileño se basa en el Civil Law, de origen romano-
germánico, que tiene como puntos débiles justamente la demora, la 
burocracia y el bajo pragmatismo, al compararlo con el Common Law 
presente en el Reino Unidos y en los Estados Unidos.

Por lo tanto, a pesar que nuestro modelo posea ventajas, en especial, 
con relación a los derechos individuales del ciudadano y al alto tenor 
democrático de sus elementos, sus características negativas pueden 
poner trabas a la adopción de procesos más ágiles. En esa línea, no 
es difícil imaginar que interpretaciones más restrictivas del principio 
de la legalidad, que determina que el gestor sólo puede actuar dentro 
de lo que está previsto y autorizado por la ley, sirvan como barreras 
para avances disruptivos. Según Sergio Guerra (2016), renombrado 
especialista en el tema:

Los instrumentos y mecanismos del derecho administrativo del pasado, 
éste muy anclado a la ley, se presentan, en determinadas situaciones 
complejas, incapaces de acoplarse a la contemporaneidad de las 
necesidades de la sociedad, notablemente frente a las innovaciones 
tecnológicas y demandas digitales.

La contratación de bienes y servicios constituye un buen ejemplo del 
desafío de administrar la máquina pública con eficiencia y de forma 
menos burocrática en este contexto. Se sabe que los procesos licitatorios 
ocupan una gran parte del trabajo de los gestores y son responsables por 
la asignación de partidas significativas del presupuesto en la mayoría de 
los órganos. Entretanto, varios de los comandos establecidos en la Ley 
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Nº 8666 y en la legislación correlativa podrían tornarse obsoletos por el 
simple uso de herramientas digitales para ese fin.

Cabe resaltar que las licitaciones en la modalidad de subasta electrónica, 
ampliamente utilizadas por el sector público brasileño, aún está lejos de 
los estándares esperados para un gobierno 100% digital. Tal conclusión 
se sustenta en características observadas en los procedimientos actuales, 
tales como: repetición de procesos largos y burocráticos, por múltiples 
entidades, para adquisición de los mismos productos; ocurrencia frecuente 
de grandes divergencias en valores unitarios entre tales contrataciones, 
sin justificativa plausible; exigencia de comprobantes documentales de 
informaciones que ya constan en los sistemas del propio órgano o a los 
cuales el mismo tiene acceso; y la ausencia de verificación automática de 
empresas impedidas de realizar contratos con la Administración.

Se observa, por lo tanto, que hay límites importantes para que se puedan 
alcanzar niveles más elevados de adopción de procesos digitales, lo que 
indica la importancia de que este movimiento pueda contar con el amparo 
de una reforma legislativa. Por otro lado, no se puede ignorar que hay 
diversos avances que dependen solamente de la iniciativa de los gestores, 
dentro de la discrecionalidad que poseen para lograr la consecución de 
los principios de la eficiencia y de la supremacía del interés público. Es en 
ellos, sobre todo, que debe recaer el enfoque de las primeras inversiones 
de modernización, como forma de minimizar las dificultades causadas 
por la cultura legalista y burocrática presente en muchas instituciones.

Es interesante percibir que este proceso de transformación ganó tanta 
relevancia a nivel mundial, al punto de demandar la atención de las 
mayores empresas de consultoría especializadas en tecnología de la 
información. El grupo Gartner, por ejemplo, al abordar las diez principales 
tendencias de negocio que impactan el sector público en 2016, cita: “trabajo 
orientado por insight, relacionado con datos abiertos, al analytics y al Big 
Data; “agilidad institucional”, asociada a la reducción de la burocracia y 
a estrategias de innovación; y “ecosistemas de alianzas”, que remite al 
gobierno abierto (HOWARD et al., 2016ª).

Por encima de todo, tenemos que entender que el cambio esperado en 
el funcionamiento de las instituciones gubernamentales, y especialmente 
en su interacción con la sociedad, ya no es una cuestión de elección. 
El aprovechamiento de nuevos métodos y tecnologías, en iniciativas 
innovadoras que proporcionen ganancias de eficiencia y eficacia, es 
un deber del Estado. Se trata, en definitiva, de rescatar el respeto a la 
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ciudadanía y a los derechos individuales, alineados a este contexto social 
y a la premisa fundamental presentada al inicio de este texto:

El ciudadano es el principal beneficiario y la verdadera razón de ser de la 
transformación digital del sector público.

Con este objetivo en mente, no hay duda que el gobierno digital es la 
única manera que puede elevar la Administración Pública a los niveles de 
excelencia nunca vistos, en la eficiencia de sus procesos y en la atención 
efectiva a las necesidades y aspiraciones de la sociedad.

Frente a este contexto, el reto del Tribunal de Cuentas de la Unión (TCU) 
y de las entidades de fiscalización en general, no se resume al uso de la 
tecnología para el control el del gasto público y el combate a los desvíos, 
fraudes y a la corrupción. Más que eso, se torna fundamental inducir el 
perfeccionamiento del Estado, de modo que se garantice que los avances 
de esta nueva era promuevan beneficios concretos que la colectividad 
espera y merece recibir, como una justa retribución a su contribución 
fiscal.

Queda claro, por lo tanto, que esta jornada de transformación posee 
dos dimensiones igualmente importantes: una que se relaciona con 
la modernización de las propias actividades; y otra que da lugar a 
la responsabilidad de evaluar y requerir la adopción de prácticas de 
gobierno digital por los demás órganos, como medio para mejorar la 
gestión y ejecución de los programas y políticas públicas.

La transformación del control

En el ámbito interno, la transición desde el enfoque tradicional de obtención 
de evidencias en los documentos de trabajo hacia un paradigma de control 
digital requiere necesariamente el uso intensivo de técnicas de análisis de 
datos como base para la planificación y la realización de las acciones de 
fiscalización. A partir de ello, se hace posible dirigir los esfuerzos para 
prevenir la ocurrencia de fallas e irregularidades, en lugar de únicamente 
identificar desvíos ya ocurridos, pero difíciles de ser reparados.

Cabe destacar que la auditoría siempre consistió en la recolecta de datos 
para su posterior estudio, teniendo como parámetros ciertos criterios 
legales o de desempeño. Un gran diferencial que ofrece la tecnología 
actual, por lo tanto, es la facilidad, la calidad y la puntualidad que permiten 
cumplir con esa tarea. Además de ello, la automatización y el poder de 
las herramientas también aportan beneficios innegables a la robustez 
del proceso, pues se puede examinar todo un universo de registros, en 
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lugar de pequeñas muestras de la población, y así sacar conclusiones más 
precisas sobre el objeto en cuestión.

En un enfoque más avanzado, el conocimiento generado a partir de estos 
diagnósticos puede ser de gran valor para orientar las estrategias de control 
y la mejora de la propia acción gubernamental, en la medida en que los 
algoritmos de machine learning permiten la identificación de estándares, 
tendencias y correlaciones cuya detección manual sería prácticamente 
imposible, incluso para los más experimentados profesionales.

Se trata, por lo tanto, de un amplio conjunto de conceptos, métodos y 
técnicas que permiten un verdadero salto cuántico en el potencial para 
generar resultados, cuando se adopte el paradigma del control digital.

Se puede decir que la auditoría continua, como originalmente fue 
concebida por el eminente profesor Miklos Vasarhelyi, sirvió como 
piedra angular de este nuevo modelo al establecer la realización de 
pruebas y procedimientos automatizados, directamente sobre el flujo de 
la transacción del proceso auditado en tiempo real o a intervalos cortos de 
tiempo (VASARHELYI; HALPER, 1991).

Desde entonces, con la aplicación gradual de esta herramienta a áreas cada 
vez más amplias, y gracias a los avances exponenciales en la capacidad de 
procesamiento de las computadoras, en la sofisticación de los algoritmos 
de análisis de datos y en la disponibilidad de información detalladas sobre 
el funcionamiento de las más diversas áreas del negocio, el uso de análisis 
de datos con fines de auditoría evolucionó desde enfoques descriptivos 
hacia predictivos, y de éstos hacia los prescriptivos.

Cuadro 1 – Enfoques de análisis de datos para auditoría (ERNST, 2014)
Enfoque Objetivo

Descriptivo Visualizar y comprender lo que sucedió, en tiempo real o poco tempo después de su 
ocurrencia, para identificar posibles desvíos.

Predictivo Desarrollar hipótesis con el fin de determinar por qué algo sucedió o prever lo que 
podrá suceder, considerando las relaciones subyacentes entre variables de un de-
terminado contexto.

Prescriptivo Sugerir lo que debe suceder, en un determinado contexto, para asegurar que sean 
obtenidos resultados más efectivos.

Como consecuencia, se torna viable un control intensivo en tecnología de 
la información, con el uso de herramientas avanzadas de análisis a lo largo 
de todo el proceso: evaluación de riesgo para la selección de objetos, en 
fiscalizaciones programadas, o la identificación oportuna de situaciones 
críticas, para acción inmediata; planificación y realización del trabajo de 
campo, con enfoque preciso en posibles irregularidades; producción de 
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informes consistentes, apoyados por evidencias robustas; y monitoreo 
del cumplimiento y de los efectos de eventuales determinaciones o 
recomendaciones al auditado.

Actores relevantes alrededor del mundo ya están conscientes de esta 
oportunidad y buscan adueñarse de ella rápidamente. Una investigación 
llevada a cabo por el Fórum Económico Mundial, en conjunto con más 
de 800 ejecutivos y especialistas del área de tecnología de la información, 
reveló que 75% de los encuestados creen que, dentro de diez años, por lo 
menos el 30% de las auditorías corporativas serán realizadas por medio 
de la inteligencia artificial (GLOBAL, 2015).

De manera similar, estudios patrocinados por la Asociación Americana 
de Contadores Públicos Certificados (AICPA) relatan el potencial de 
la Internet y de los últimos avances tecnológicos para transformar por 
completo las actividades de auditoría, en lugar de simplemente mejorar 
su eficiencia. En este sentido, el uso de técnicas mejoradas de análisis de 
datos y Big Data, auditoría continua y detección de fraudes serían sólo los 
pasos iniciales para una reingeniería completa de los procedimientos de 
fiscalización (BYRNES et al., 2014).

Cabe destacar que este es exactamente el movimiento en curso en el 
Tribunal de Cuentas de la Unión, guiado por el Plan de Directrices para 
el bienio 2015-2016, en el que se destacan las estrategias para “innovar el 
proceso y las acciones de control” y “mejorar los métodos de priorización 
de fiscalización, centrándose en el análisis de datos”. Esta dirección 
se tradujo en el Informe Anual de Gestión de 2015 (TCU, 2016), en los 
siguientes términos:

Para que una institución de control tenga una actuación más 
efectiva, además de analizar el pasado, es necesario ver hacia 
adelante, anticipándose a las irregularidades. El camino que se 
presenta es el de estimular la difusión de plataformas abiertas 
y de promover auditorías predictivas y continuas, contando 
con herramientas como la minería de grandes bases de datos, 
análisis semántico de textos y otras innovaciones tecnológicas.

Como resultado, el TCU ha desarrollado rutinas analíticas que fueron 
aplicadas, con éxito, en trabajos de gran relevancia para la consecución de 
su misión institucional, tales como:

a) Aplicación-piloto de modelo predictivo para análisis de 
riesgo en transferencias voluntarias, con obtención de 
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índices de precisión por el orden del 80% en la indicación 
de casos sospechosos (Decisión Nº 539/2016-Plenario);

b) Auditoría continua de beneficios de la Seguridad Social, 
cuya ejecución inicial señaló posibles irregularidades 
en el monto de 500 millones de reales/año (Decisión Nº 
718/2016-Plenario);

c) Auditoría al Programa Nacional de Reforma Agraria, 
con identificación de 578 mil casos en desacuerdo con 
restricciones legales (Decisión Nº 775/2016-Plenario).

Es importante tener en cuenta que los ejemplos relacionados se refieren 
a acciones de control específicas que fueron incluidas y sus resultados 
fueron evaluados por el colegiado de Ministros. Sin embargo, hay 
aplicaciones igualmente relevantes en la construcción de herramientas de 
apoyo al trabajo de los auditores, tales como la investigación de vínculos 
eventuales —directos e indirectos— entre personas físicas, empresas 
y órganos públicos, o la extracción automática de informaciones sobre 
licitaciones y contratos, a partir del análisis sistemático de textos del 
Diario Oficial de la Unión y de documentos similares.

Otro aspecto digno de registro es que, a pesar de que estas primeras 
fiscalizaciones hayan sido integralmente orientadas a la evaluación de 
cumplimiento, también hay iniciativas en curso que abarcan los otros 
tipos de auditoría reconocidos por la INTOSAI: financiera, con el análisis 
de la evolución de la deuda pública, y desempeño, con la verificación 
de la eficacia de los programas sociales destinados a la inserción de los 
jóvenes desfavorecidos en el mercado laboral.

Además de las acciones que implican el uso de técnicas avanzadas de 
minería y cruce de datos, inversiones significativas se han realizado en 
los últimos años para la construcción y evolución continua de paneles 
de gestión, que permiten la visualización y manipulación de naturaleza 
estratégica, táctica y operativa sobre planes institucionales, tanto en el área 
de control como en otras igualmente importantes, tales como la ejecución 
del presupuesto y los proyectos de tecnología de la información.

En la misma línea, se inició la elaboración de conjuntos de gráficos e 
informes sintéticos para obtener una visión general de los aspectos 
relevantes de la formulación y ejecución de programas y políticas 
públicas. A pesar de que este esfuerzo se dirige, en un primer momento, 
a áreas prioritarias como la salud, la educación y la seguridad social, la 
intención es que en poco tiempo será posible tener este tipo de recursos 
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de esa naturaleza para respaldar la supervisión y evaluación de todas las 
funciones principales del gobierno.

Lo que se observa, por lo tanto, es la aparición de un nuevo modelo de 
operación del control externo, fuertemente basado en el procesamiento 
de informaciones de los sistemas de Administración Pública. Como 
resultado, se espera que, además de las ganancias de eficacia y eficiencia 
en la actuación del Tribunal, se mejoren los criterios de transparencia y 
desempeño para el funcionamiento del Estado. Incluyendo, cuando sea 
posible, el compartir paneles de gerencia y procedimientos analíticos 
con los propios gestores y la sociedad, de modo que ese conocimiento 
producido bajo la forma de algoritmos y visualizaciones gráficas, sea 
aprovechado por todos para mejorar la ejecución y fiscalización de las 
acciones del gobierno.

Es importante destacar que la transformación deseada no se resume a la 
adopción de métodos y herramientas de análisis de datos, o incluso al uso 
de la tecnología, en términos más generales. Por esta razón, el TCU ha 
tratado de estructurarse como una organización bimodal.

Bimodal es la práctica de gestión simultánea de dos estilos distintos, pero 
coherentes, de trabajo: uno dirigido para aquello que es previsible, y otro 
de carácter exploratorio (MINGAY; MESAGLIO, 2015). Se busca, por lo 
tanto, la coexistencia de dos estrategias: una de soporte a las acciones 
fundamentales del órgano, basada en procesos y resultados estables, 
regulados y amparados por normas claras y estructuras de gobernanza; 
y otra, de carácter experimental, centrada en la prospección de prácticas 
ágiles, flexibles y capaces de asegurar la supervivencia y, sobre todo, la 
relevancia de nuestra entidad ante los retos del futuro.

Para ello, se implementó un Centro de Investigación e Innovación, 
responsable de la operación del Laboratorio de Innovación y 
Coparticipación (coLAB-i), unidad pionera en el ámbito del control 
público en el mundo, que fomenta la búsqueda, generación y aplicación de 
conocimientos y técnicas de vanguardia a las actividades de la institución, 
como el design thinking y la minería de textos. Como complemento a la 
actuación del coLAB-i, el Laboratorio de Informaciones para el Control 
Externo (LabContas) propicia un ambiente virtual y compartido para el 
desarrollo de algoritmos avanzados de aprendizaje de máquina y otros 
recursos de inteligencia artificial aplicados al cruce y al análisis de datos 
con fines de auditoría.

Además en lo respecta a la experiencia del TCU, no se puede dejar de 
mencionar el papel estratégico ejercido por el Instituto Serzedello Correa 
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(ISC), por medio de la Escuela Superior del Tribunal de Cuentas de la 
Unión, que además de albergar el Centro de Investigación e Innovación, 
cumple con la indispensable misión de capacitar a nuestro técnico para 
los cambios en curso y para un nuevo futuro del control en la era digital. 
Después de todo, hay que tener en cuenta las sabias enseñanzas de Tom 
Davenport (2016), uno de los principales exponentes de estudios sobre los 
impactos del Big Data y del análisis de datos sobre este contexto:

Los advenimientos de estudios analíticos de auditoría y la tecnología 
cognitiva no representan el fin de los auditores humanos, sino el comienzo 
de las carreras de auditoría que deberán prosperar sobre la base de la 
comprensión, el monitoreo y la mejora de los sistemas analíticos y cognitivos.

Sobre este libro 

Como se ha podido apreciar, el mundo atraviesa por una verdadera 
revolución, la cual transforma continuamente la vida de las personas, 
las relaciones sociales y la manera cómo interactúan con el mercado y 
con las entidades del sector público. La tecnología, que en un primer 
momento eliminó barreras geográficas, hoy provoca la dilución de 
fronteras de todos los tipos entre individuos, organizaciones sociales, 
empresas privadas y el gobierno.

En este contexto, el desafío que se le impone a los diferentes segmentos 
del Estado se da por partida doble. Por un lado, la sociedad exige la 
transformación de los servicios y políticas públicas para que se adapten 
a los canales y estándares de relacionamiento de la era digital. Por otro 
lado, la continua evolución de estos elementos y de las herramientas que 
les brinda apoyo fomenta la aparición de nuevos modelos de operación, 
que no son siempre compatibles con las normas y restricciones vigentes, 
concebidas para la realidad analógica del pasado.

Una provocación similar se aplica para a las instituciones de control, 
que necesitan modernizar con urgencia sus prácticas, tanto en la 
realización de auditorías como en la interacción con los gestores y la 
sociedad. Los países desarrollados en gobierno digital deben ser capaz 
de comprender y evaluar la transformación del sector público; los que 
aún empezamos ese camino, o que progresan lentamente, como Brasil, 
se sugiere que el control asuma un papel destacado, liderando con el 
ejemplo y exigiendo respuestas rápidas y resultados efectivos de las 
políticas públicas, en consonancia con las expectativas de la sociedad en 
esta nueva era. Después de todo, no son suficientes los análisis tardíos, 
ni simples indicadores de referencia.
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Por lo tanto, se puede decir que la motivación que llevó a la creación de 
esta obra fue reunir, en un solo volumen, reflexiones sobre los impactos 
de la revolución tecnológica sobre la gestión del Estado, en conjunto con 
el examen de las oportunidades y de los desafíos que esos cambios les 
imponen a las entidades responsables de la fiscalización gubernamental, 
en todas sus dimensiones.

Para ello, la primera parte del libro presenta un panorama evolutivo 
de la Administración Pública de las últimas décadas, seguido de sus 
alteraciones más recientes, asociadas a las particularidades de la era 
digital. Esta, a su vez, está caracterizada en términos del desarrollo 
tecnológico y de las relaciones sociales y comerciales. Finalmente, se 
presentan dos pilares fundamentales para la contextualización de los 
elementos descritos en lo que resta del libro: la visión de la innovación 
como un deber del Estado y la importancia de la adopción de prácticas de 
gobierno y control digitales, con fuerte énfasis en la participación social.

La segunda parte del libro está dedicada a la evaluación de su impacto 
sobre las principales dimensiones del control: la gobernanza pública, las 
auditorías de desempeño y cumplimiento y el combate a la corrupción, 
con especial atención al uso de nuevas tecnologías y de gestión de riesgos 
como formas de otorgar mayor eficiencia y eficacia a las actividades de 
fiscalización. A lo largo del texto, tales elementos son descritos tanto en 
sus bases teóricas como en ejemplos concretos, extraídos de prácticas 
adoptadas por el TCU durante los últimos dos años.

Es importante registrar que todos los autores de esta recopilación son 
Auditores Federales de Control Externo del Tribunal de Cuentas de la 
Unión, que fueron invitados a compartir sus conocimientos en función 
del papel relevante que han desempeñado, en los últimos años, como 
responsables de la construcción de una nueva realidad para el control de 
la Administración Pública en Brasil.

Los textos aquí producidos, a pesar del elevado nivel técnico, fueron 
escritos en un lenguaje que se pretende sea igualmente accesible tanto 
a auditores y gestores como a ciudadanos comunes, de modo que 
facilite la comprensión y reproducción de conceptos y prácticas y, de esa 
manera, maximizar los beneficios ofrecidos por esta obra a su público. 
En la misma línea, el apéndice trae un robusto conjunto de estudios de 
caso, con experiencias innovadoras que pueden servir como inspiración 
para iniciativas similares y la presentación de herramientas pasibles 
de evolución para el uso adaptado por otras instituciones, en todos los 
niveles de gobierno.
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Finalmente, cabe reiterar: dentro de pocos años, seguramente habrá 
progresos tecnológicos cuyas implicaciones, en muchos casos, ni 
siquiera tendremos capacidad de estimar. Por este motivo, este libro 
estará acompañado de una plataforma online específica, dedicada a 
la interacción con los lectores y para compartir avances en conceptos, 
métodos y prácticas, de modo que se facilite la incorporación continua de 
nuevos conocimientos por las personas interesadas en el tema.
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LA RENDICIÓN DE 
CUENTAS DESDE LA 

PERSPECTIVA DE LOS 
DERECHOS HUMANOS

Dr. David Villanueva Lomelí
Auditor Superior del Estado de Puebla y Vicepresidente de 
Tecnologías de la Información y Comunicación de ASOFIS

La mejora de la gestión pública es un objetivo 
que comparten la evaluación de políticas 
públicas y la auditoría de desempeño; ambas se 
circunscriben al campo de la evaluación formal 
y son dos de las herramientas principales en la 
evaluación del desempeño. En la medida en la 
que tengamos certeza sobre los puntos en los 
que coinciden y en los que divergen, podremos 
entender de mejor manera la aplicación y 
el alcance de cada una de ellas y, con ello, 
aprovecharlas como elementos que contribuyen 
al fortalecimiento de la rendición de cuentas y a 
la generación de valor público.

Tanto la evaluación de políticas públicas 
como la auditoría de desempeño integran el 
proceso de rendición de cuentas, con lo cual 
se establece un puente con la sociedad, ya que 
mediante los informes que derivan de ellas, se 
puede hacer más comprensible el efecto de la 
acción gubernamental y proporcionar información 
para conocer de qué manera se cumple con los 
objetivos que el Estado se ha planteado.

En el presente texto se exponen las 
características de ambos conceptos y se construye 
una estructura que permite conocer sus diferencias, 
sus semejanzas y las relaciones que guardan. Se 
describen las distintas tipologías, así como su 
relevancia e importancia en las instituciones 
públicas para el mejor aprovechamiento de los 
recursos públicos y para potenciar los resultados 
de la gestión pública.
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Diferencias y similitudes entre evaluación de políticas públicas 
y auditoría de desempeño

“Evaluar para mejorar”. La evaluación forma parte de un proceso 
complejo en donde se establecen objetivos y metas, se identifican áreas 
de oportunidad, así como el grado de cumplimiento de los resultados e 
impacto de una acción o intervención gubernamental. La evaluación es 
una actividad humana que se realiza continuamente, en cualquier tiempo 
y en cualquier contexto.

La evaluación contribuye a mejorar la gestión pública porque permite 
identificar y entender las causas de los logros y los problemas del 
desempeño individual y colectivo, dentro de un contexto de planeación 
estratégica (Bryson, 1988). Evaluar implica medir sistemáticamente los 
resultados obtenidos por las principales unidades o departamentos de una 
institución, y comparar dichos resultados con lo deseado o planificado, a 
fin de elevar su eficiencia y productividad (CIMGP, 1996).

1. Evaluación informal y evaluación formal

En cualquier ámbito, el ser humano requiere evaluar sus actividades, 
en algunas situaciones se requiere de una respuesta práctica, en otras es 
necesario un mayor rigor y formalidad, todo ello depende del momento 
y del contexto. Por ello, la conceptualización de la evaluación debe partir 
de la distinción entre la evaluación informal y formal.

La evaluación informal es aquella que se realiza para tomar decisiones 
en la vida cotidiana. Este tipo de evaluación suele hacerse de manera 
subjetiva, con información incompleta y carente de métodos científicos 
que justifiquen o expliquen la decisión tomada. Existen múltiples 
ejemplos de evaluación informal, basta con pensar en situaciones de la 
vida cotidiana que nos llevan a tomar decisiones. Algunos ejemplos de 
evaluación informal, podrían ser las decisiones que toma una persona para 
optimizar su presupuesto, seleccionando intuitivamente los alimentos 
que proporcionan a su familia una mejor nutrición, con el menor costo; 
o las decisiones que toma un estudiante al elegir su carga académica del 
próximo semestre. 

En contraparte, la evaluación formal es objetiva, utiliza información 
suficiente y requiere métodos científicos para obtener resultados válidos 
y confiables (Cohen y Franco, 2003). Un ejemplo de una evaluación 
formal puede ser la de un deportista de alto rendimiento que debe elegir 
entre diversas rutinas y programas, y para tal fin requiere registrar 
minuciosamente datos de su entrenamiento, recurriendo a gráficas, 
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estadísticas y curvas de rendimiento para realizar una evaluación objetiva 
y detallada de su desempeño.

La evaluación formal no es determinada por preferencias, sino por la 
búsqueda de información confiable, evidencias y los resultados de los 
indicadores que el evaluador encuentra o construye. De esta manera, este 
tipo de evaluación presenta mayor utilidad e importancia en el ámbito 
de la gestión pública, ya que se realizan investigaciones estructuradas y 
metodológicas coherentes.

Evaluar el funcionamiento de la “Administración Pública” así como los 
resultados alcanzados, requiere de evaluación formal, dada la necesidad 
de introducir mayor racionalidad en la administración del gasto público, 
y al alto costo político que pagan los gobiernos cuando la opinión pública 
percibe poca eficiencia y eficacia.

De esta manera, la mejora de la gestión pública es un objetivo que 
comparten la evaluación de políticas públicas y la auditoría de desempeño; 
ambas se ubican en el campo de la evaluación formal, y son dos pilares 
fundamentales de la evaluación de desempeño.

2. Evaluación de desempeño

La evaluación de desempeño se concibe como una actividad continua 
y sistemática que se lleva a cabo para conocer los logros alcanzados en 
función de metas consideradas medibles, reales y sustanciales que una 
entidad pública o privada se ha propuesto cumplir. Se utiliza para medir 
la eficacia y valorar la eficiencia de los procesos operativos y hacer cambios 
de mejora ante los problemas relacionados con el funcionamiento.

Al ser caracterizada como un enfoque evaluativo, la evaluación de 
desempeño es utilizada en la gestión privada y en la pública. Sin 
embargo, es importante mencionar que los aspectos que se evalúan en 
cada uno de estos ámbitos son diferentes. A continuación, se presentan 
las implicaciones que tiene la evaluación de desempeño tanto para el 
ámbito empresarial como para el gubernamental.

A diferencia de la gestión privada, donde se puede inferir que la evaluación 
de desempeño recae en un solo referente organizacional (es decir, la 
empresa), en la gestión pública, tal razonamiento no aplica porque se 
cuenta con una multiplicidad de referentes organizacionales como las 
dependencias, los ayuntamientos, las universidades, los fideicomisos, los 
organismos constitucionalmente autónomos, entre otros.
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En ambos casos, el propósito central de la evaluación de desempeño 
es identificar los resultados que se obtienen a partir de una serie de 
parámetros preestablecidos, los cuales nos remiten a la relación entre metas 
trazadas y metas cumplidas. De esta manera, al tener como eje central los 
parámetros con los que se deben juzgar los resultados obtenidos, se tiene 
un enfoque evaluativo.

Viviana Rojas (2014) considera que la evaluación de desempeño está 
circunscrita a la gestión del desempeño, en la que se conoce y valora el 
funcionamiento de una organización mediante indicadores que muestren 
la relación entre metas logradas y metas proyectadas. Además, considera 
que esta práctica es retrospectiva y continua. Es retrospectiva porque 
valora lo realizado por una organización; y es continua porque debe 
realizarse de manera constante o periódica.

Por su parte, Van Dooren, et al. (2010) señalan que los elementos que deben 
ser considerados en una evaluación de desempeño son los siguientes: 1) un 
proceso de planeación, el cual se inicia cuando se detectan las necesidades 
que deben solventarse mediante objetivos; 2) un proceso de gestión, ya 
que para cumplir con los objetivos se hace necesario llevar a cabo diversas 
actividades en las que se invierten determinados recursos; 3) un proceso 
de ejecución donde se producirán resultados intermedios y finales que 
transitarán por una evaluación de desempeño, la cual nos permitirá, entre 
otros aspectos, conocer el buen uso de los recursos públicos, el nivel de 
cumplimiento de los programas, el impacto de una política pública y 
las competencias de los servidores públicos, tal como se muestra en el 
esquema siguiente: 
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Esquema 1.	 Elaboración propia. Elementos considerados en la evaluación de 
desempeño, con base en lo planteado por Van Dooren, et al. (2010).

2.1. Evaluación de políticas públicas

Antes de entrar al concepto de evaluación de políticas públicas, debemos 
conocer el objeto de esta disciplina, para ello, se hace necesario definir las 
políticas públicas. Manuel Canto Chac (2002) señala que son cursos de 
acción tendientes a la solución de problemas públicos, definidos a partir 
de la interacción de diversos sujetos sociales, en medio de una situación 
de complejidad social y de relaciones de poder, que pretenden utilizar de 
manera más eficiente los recursos públicos y tomar decisiones a través de 
mecanismos democráticos, con la participación de la sociedad.

Por su parte, los autores Mény y Thoening (1992), señalan que “una 
política pública es el resultado de la actividad de una autoridad investida 
de poder público y de legitimidad gubernamental”, además señalan 
que el estudio de las políticas públicas es el estudio de la acción de las 
autoridades públicas en el seno de la sociedad: ¿qué producen los que nos 
gobiernan, para lograr qué resultados, a través de qué medios?
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Las definiciones anteriores resultan importantes debido a que señalan 
que las políticas públicas son decisiones encaminadas a solucionar un 
problema con la participación de distintos actores y el uso de recursos 
públicos, generando resultados que se conocen a través de la evaluación.

El investigador Sulbrandt (1993) presenta una definición sobre qué se puede 
entender sobre la evaluación de políticas públicas: “una investigación que 
tiene como propósito producir información que tenga alguna relevancia 
para aquellas personas que encargan la evaluación, y que se entiende, 
han de tomar algunas decisiones en relación con la política evaluada”.

Asimismo, Rossi, et al. (2004) se enfocan en el análisis y valoración tanto 
de los efectos y resultados, como de la implementación y diseño de una 
política o programa público, ya que para ellos la evaluación está presente 
en todo el ciclo de vida de una política pública.

Como se ha podido observar, la evaluación de políticas públicas permite, 
desde el diseño, la implementación y los resultados, medir y valorar 
la manera en que se va construyendo la política para cumplir con el 
propósito que se ha trazado. Asimismo, permite conocer su impacto, y 
contribuye a generar información que resulta de utilidad para tomar las 
decisiones más adecuadas. 

2.1.2. Tipología de evaluación de políticas públicas

Para contextualizar y delimitar la evaluación de políticas públicas, 
de acuerdo a la revisión de varios autores, utilizaremos la siguiente 
clasificación: 1) la persona que realiza una evaluación; 2) el nivel analítico 
de la evaluación; 3) la etapa de la evaluación; y 4) la metodología con la 
que se quiere evaluar.

La primera se refiere a las personas que se encargan de realizar la 
evaluación. Conforme a este criterio se clasifica en interna o externa. La 
evaluación interna la realizan personas que forman parte de la estructura 
laboral, pertenecientes a la institución responsable de la política o 
programa. En contraparte, la evaluación externa es realizada por un 
grupo de personas ajenas a la institución que lleva a cabo la política o 
programa (Barret, 2013).

En cuanto al nivel analítico, se clasifican en: macroevaluación, que 
tiene como objeto de estudio a las políticas sectoriales de un gobierno 
(política laboral, política de desarrollo social, política educativa, etc.); 
y mesoevaluación, que tiene como objeto de estudio a los programas 
gubernamentales (presupuestarios) (Ramos, 2011).
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Por su parte, la etapa en la que se realiza la evaluación, puede clasificarse 
en evaluación ex ante, concomitante y ex post.  Cuando se realiza una 
evaluación ex ante, se lleva a cabo de manera previa a la ejecución de 
la política o programa,  ayuda a la toma de decisiones y proporciona 
información acerca de qué sucederá si se aplica la política pública, así como 
las consecuencias y los costos proyectados para la política. En cuanto a la 
evaluación en la etapa concomitante, se lleva a cabo durante la ejecución 
de la política o programa; se da un seguimiento constante del proceso 
de implementación, generando información para corregir aquello que no 
está funcionando, se vigila el uso correcto de los recursos públicos y se 
propicia el cumplimiento de los objetivos y metas que se han planteado. 
La evaluación en la etapa ex post, dimensiona la totalidad del proyecto, 
valora la política pública ya ejecutada y se observa si se obtuvieron los 
resultados previstos, así como los efectos proyectados (Roth, 2002).

La última clasificación se relaciona con la metodología con la que se 
evalúa; se clasifica en cuantitativas, cualitativas y mixtas. La metodología 
cuantitativa, enmarcada en una tradición positivista, parte de la deducción, 
utiliza un lenguaje numérico y proporciona información objetiva 
estadísticamente confiable. Por su parte, la metodología cualitativa, 
circunscrita al paradigma constructivista, parte de una inducción, 
utiliza lenguaje verbal y permite comprender las actitudes, valores, 
motivaciones, etc. en la ejecución del programa. Además, se puede hacer 
una combinación de estos dos tipos de evaluaciones, denominadas mixtas 
(De Pelekais, 2000).

2.2. Auditoría de desempeño

Para introducirnos al tema de las auditorías de desempeño, cabe señalar 
que estas forman parte de las auditorías gubernamentales. De manera 
general, podemos mencionar que éstas últimas, al igual que la evaluación 
de políticas públicas, se circunscriben al campo de la evaluación formal 
y están orientadas por el enfoque evaluativo de desempeño, es decir, 
son prácticas que emplean una metodología de investigación científica y 
emiten juicios valorativos considerando parámetros como normas, metas 
y/o indicadores a cumplir.

Las prácticas de auditoría han desempeñado, y continúan desempeñando 
un papel de gran importancia ya que generan confianza hacia la ciudadanía 
(PwC, 2014). Asimismo, la auditoría es una herramienta de control y 
supervisión que contribuye a establecer una cultura de organización y 
descubrir fallas en las estructuras o vulnerabilidades existentes en las 
instituciones (Villardefrancos y Rivera, 2006).
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La norma ISSAI 100 (2013), denominada “Principios fundamentales de 
auditoría del sector público”, emitidas por la Organización Internacional 
de Entidades Fiscalizadoras Superiores (INTOSAI por sus siglas en inglés), 
establece que la auditoría gubernamental se entiende como: “una práctica 
que proporciona información y evaluaciones objetivas concernientes, 
con la finalidad de conocer si la administración y el desempeño de las 
políticas, programas u operaciones gubernamentales están de acuerdo 
con los criterios establecidos” (p.4).

Estos principios mencionan que toda auditoría gubernamental está 
compuesta por tres partes: el auditor, que es el titular de la institución y 
las personas a las que se les delega la tarea de llevar a cabo la auditoría; 
la parte responsable, se refiere a aquellos (individuos u organizaciones) 
que tienen la responsabilidad de contar con información y evidencias 
susceptibles de ser auditadas y de atender las recomendaciones hechas 
por el auditor; y los usuarios previstos, que son los ciudadanos, órganos 
legislativos y organizaciones para quienes el auditor elabora el informe 
de auditoría.

De la misma manera, la INTOSAI reconoce tres tipos de auditorías del 
sector público: las auditorías financieras, las auditorías de desempeño y 
las auditorías de cumplimiento. En cuanto a las auditorías financieras, la 
norma ISSAI 200 determina si la información financiera de una entidad 
se presenta de conformidad con el marco regulatorio aplicable, con el 
objetivo de valorar que los estados financieros estén libres de errores 
significativos, ya sea por fraude o error. Por su parte, las auditorías de 
cumplimiento, de acuerdo con la norma ISSAI 400, señala que es una 
evaluación independiente para determinar si un asunto cumple con 
las reglas, leyes y regulaciones, resoluciones presupuestarias, políticas, 
códigos establecidos, términos convenidos o los principios generales que 
rigen la sana administración financiera del sector público y la conducta de 
los funcionarios públicos.

En cuanto a la auditoría de desempeño, que es el tema que nos ocupa, de 
acuerdo con la norma ISSAI 300, es una revisión independiente, objetiva y 
confiable, que busca brindar nueva información, análisis o perspectivas y, 
en su caso, recomendaciones de mejora. Este tipo de auditoría evalúa si las 
acciones, sistemas, operaciones, programas, actividades u organizaciones 
del gobierno operan de acuerdo con los principios de economía, eficiencia 
y eficacia.

Esta norma señala que la auditoría de desempeño contribuye a la 
transparencia, ya que proporciona información confiable e independiente 
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para determinar si las decisiones de las entidades públicas se han 
implementado de manera eficiente y efectiva, al ofrecer al congreso, a 
los contribuyentes y otras fuentes de financiamiento, a aquellos grupos 
objetivo de las políticas gubernamentales y a los medios de comunicación, 
una visión de la administración y los resultados de las diferentes 
actividades del gobierno. Además, ayuda a mejorar su desempeño y no 
únicamente identifica debilidades o errores del pasado.

También promueve la rendición de cuentas al evaluar si las decisiones 
de la legislatura o del ejecutivo son planeadas e implementadas de 
manera eficaz y eficiente, examinando si existen deficiencias en las leyes 
y reglamentos o si la forma de implementarlas ha evitado la consecución 
de los objetivos determinados. 

Por su parte, la Auditoría Superior de la Federación (2017), señala que 
este tipo de auditoría tiene como propósito conocer si los entes públicos 
cumplen con los objetivos, metas y atribuciones que se han propuesto 
y si ejercieron los recursos de acuerdo con la normativa y el fin para el 
cual les fueron asignados; mide el impacto social de la gestión pública y 
compara lo propuesto con lo alcanzado, utilizando los criterios de eficacia, 
eficiencia y economía, así como la calidad de los bienes y servicios, la 
satisfacción del ciudadano y el comportamiento de los actores, cuando 
resulte procedente.

Asimismo, Salcedo (2011) señala que la auditoría de desempeño es una 
“revisión sistemática, interdisciplinaria, organizada, objetiva, propositiva, 
independiente y comparativa del impacto social de la gestión pública, 
tanto de las actividades gubernamentales enfocadas en la ejecución de 
una política general, sectorial o regional” (p.26).

2.2.1. Tipología de auditoría de desempeño

Este tipo de auditoría, de acuerdo a la revisión de varios autores, se puede 
clasificar de la siguiente manera: 1) el tipo de personas que auditan; 2) el 
nivel analítico de la auditoría; y 3) el momento de la auditoría.

Al igual que en las políticas públicas, por el tipo de personas que auditan, 
se clasifica en auditoría interna y externa. La externa es realizada por 
un grupo de personas ajenas a la organización auditada. En cambio, la 
interna es llevada a cabo por personas que pertenecen a la organización. 
En el ámbito gubernamental, esta clasificación permite hacer una 
diferenciación entre dos poderes y organismos distintos, generando un 
equilibrio de pesos y contrapesos para una mejor revisión de las acciones 
gubernamentales. Es decir, la auditoría interna es llevada a cabo por 
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el Poder Ejecutivo, a través de unidades administrativas dentro de las 
organizaciones (contraloría interna o área de recursos humanos), mientras 
que la auditoría externa está a cargo del Poder Legislativo a través de 
las entidades fiscalizadoras (auditorías, cámaras de cuenta, tribunales de 
cuentas o consejos de auditoría, entre otros).

En relación a la clasificación sobre el nivel analítico de la auditoría 
de desempeño, considerando que audita políticas, programas y 
organizaciones, se pueden llevar a cabo en un nivel macro y meso. Al 
igual que las políticas públicas, el macro tiene como objeto de estudio las 
políticas sectoriales de un gobierno (política laboral, política de desarrollo 
social, política educativa, etc.); y el meso que tiene como objeto de estudio 
los programas gubernamentales (presupuestarios).

En cuanto al momento de la auditoría, ésta solo puede llevarse a cabo de 
manera ex post, es decir, se enfoca en medir el buen uso de los recursos 
públicos, así como verificar si las acciones, operaciones, programas y 
actividades han cumplido con los criterios establecidos. Se realiza una 
vez finalizada la intervención o acción gubernamental (Salcedo, 2011).

3. Elementos comparativos: diferencias, similitudes y relación 
entre los conceptos

De acuerdo a lo expuesto, se puede concluir que tanto la evaluación de 
políticas públicas como la auditoría de desempeño, llevan a cabo una 
investigación formal, ya que están basadas en dos pilares de esta como 
el enfoque de desempeño y el enfoque de evidencias. El primero señala 
que estas dos prácticas operan bajo criterios, normas y lineamientos que 
hacen posible contrastar lo logrado con lo deseado. En cuanto al segundo 
enfoque, señala que en la búsqueda de información, se deben evitar las 
percepciones y, en su lugar, se debe contar con información tangible, 
concreta y confiable. 

Solo a través de investigaciones estructuradas y con una metodología 
sistemática, se puede llevar a cabo un análisis de los efectos generados 
por un programa o política pública. Tanto la evaluación de políticas 
públicas como la auditoría de desempeño, llevan a cabo análisis de 
los programas y políticas públicas, que arrojan datos e información 
relevante que ayuda a todos aquellos servidores públicos encargados 
de su diseño e implementación para determinar la continuidad, 
modificación o suspensión.

De esta manera, la evaluación de políticas públicas y la auditoría de 
desempeño, proporcionan información objetiva, a través de una revisión 
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rigurosa, mediante el desarrollo de indicadores y parámetros para medir 
los resultados y el grado de cumplimiento de las metas y objetivos de los 
programas y políticas públicas.

Esquema 2. Elaboración propia.

Campo de evaluación al desempeño

Por otra parte, tanto la evaluación de políticas públicas como la auditoría 
de desempeño pueden ser clasificadas como evaluaciones internas y 
externas. Sin embargo, cabe señalar que las evaluaciones externas pueden 
tener mayor impacto, debido a que las personas que las realizan no 
pertenecen a la organización y, por lo tanto, generan mayor confianza en 
los ciudadanos. 

En cuanto al nivel analítico, ambas se centran en los niveles de intervención 
meso y macro, ya que miden y evalúan el nivel de cumplimiento de los 
objetivos y metas de los programas o políticas públicas y que se realicen 
con eficiencia, eficacia, economía y calidad.

De acuerdo al momento en que son realizadas, la evaluación de políticas 
públicas puede darse de manera ex ante, concomitante y ex post. Por su 
parte, una auditoría de desempeño, se realiza únicamente de manera ex 
post. De esta manera, la evaluación de políticas públicas son prácticas que 
se realizan de manera retrospectiva, prospectiva y concomitante, es decir, 
puede llevarse a cabo de manera constante y periódica; en contraparte, la 
auditoría de desempeño, solo se da de manera retrospectiva ya que valora 
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Esquema 3. Elaboración propia.

lo realizado por una organización. Sin embargo, la evaluación de políticas 
públicas permite obtener una valoración más completa, ya que no solo 
evalúa los resultados e impacto, sino que permite evaluar el diseño e 
implementación de una política o programa.

Tanto la evaluación de políticas públicas como la auditoría de desempeño, 
contribuyen a generar información que permiten conocer la manera en 
cómo se ejercen los recursos públicos, el grado de cumplimiento de los 
programas y políticas públicas y su impacto en los usuarios o beneficiarios, 
lo que permite promover con ello confianza en los ciudadanos, al informar 
la manera en que se gastan los recursos públicos y ofreciéndoles servicios 
de calidad.

4. Consideraciones 

Los resultados que generen las instituciones públicas están relacionados 
con el uso eficaz y eficiente de los recursos públicos, por lo que contar con 
mecanismos de evaluación formal, contribuye en una primera instancia a 
facilitar la toma de decisiones orientadas a generar impactos positivos en 
la calidad de vida de los ciudadanos. 

Adicionalmente, las auditorías de desempeño contribuyen a fortalecer 
la fiscalización superior, la transparencia y la rendición de cuentas por 
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parte de los Entes Fiscalizados, mediante procesos estandarizados y 
homologados con normas internacionales.

Las Entidades de Fiscalización Superior y los Órganos Internos de Control, 
en el marco del Sistema Nacional de Fiscalización, tienen la oportunidad de 
implementar modelos, técnicas, herramientas y sistemas que contribuyan 
a verificar el desempeño de los programas gubernamentales, que permita 
hacer más efectiva la gestión pública. 

Ante este escenario, es menester de instituciones públicas y privadas 
continuar trabajando para fomentar el desarrollo democrático, la 
gobernanza, la participación, la corresponsabilidad y la generación de 
valor a la sociedad.
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